
la Suprema Corte de Justicia de la 
Catalogación 

PO 
F415.113 La legitimación procesal del prwurador fiscal de la federación 
L3441 en el iuicio de amparo 1 Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, Instituto de lnvestigaciones Jurídicas de la 
Universidad Nacional Autónoma de MQxico. - - M6xico : 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, Dirección General 
de la Coordinach de Compiiaci6n y Sistematización de 
Tesis, 2007. 
109 p. - - (Decisiones relevantes de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación ; 21) 

"Comentario del Instituto de lnvestigaciones Jurldicas de 
la Universidad Nacional Autónoma de MQxico" 

2. ~uiciodeam~am- flepr8sen~ci6n-~6xico- ~ ~ r i s p ~ d e n ~ i a  
l. SupremaCoriede Justiciade la Nación. MBxico 11. Universidad 
Nacional Autónoma de Mbxico. lnstituto de Investigaciones 
J u r i d i i  111. Ser. 

Primero edición: marzo de 2007 
D.R. O Supremo Corte de! Iusficio de la Noción 
Av. José Moría Pino Suórez, Núm. 2 
C.F 06065, México D.E 

Impreso en México 
Printed in Mexico 

Lo invesfigación, redacción, edición y diseño de esto obro estuvieron 
a cargo de la Dirección General de la Coordinoción de Compilación y 
Sistemotizoción de Tesis de lo Supremo Co* de Jusficia de la Noción. 





Ministro Guillermo l. Ortiz Mayagoitia 
Presidente 

Primera Sala 
Ministro José Ramón Cossío Diaz 

Presidente 
Ministro José de Jesús Gudiño Pelayo 

Ministro Oiga Sánchez Cordero ue García Villegos 
Ministro Juan N. Silvo Mezo 

Ministro Sergio A. Valls Hernández 

Segunda Salo 
Ministro Margarita Beatriz Luna Romos 

Presidenta 

Ministro Sergio Solvodor Aguirre Anguiono 

Ministro Mariono Azuela Güitrón 

Ministro José Fernando Franco González Salas 

Ministro Genaro David Góngoro Pimentel 



Comité de Publicaciones y Promoción Educativo 

Ministro Guillerrno 1. Ortiz Mayagoitia 

Ministro Mariono Azuela Güitrón 

Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos 

Cornite Editorial 
Miro. Alfonso Oñots Loborde 

Secreiaiio Eleiumo Juridica Adminisfml2uo 

Mtro. CieiHi Bolivnr Golindo 
Direcfora Gensml de lo Coordinrcidn de 
Como!foriQn y Siilemaiiroci6n de ieils 

Lic. Loura Verónico Comocho Squivior 
Oirscloio Gerieml do Oifurihn 

Mtco. César de Jesúr Molino S u 6 m  
Direcloi General de Cmor de h Cvliuio Jvridfco 

y Erludioi Hinbricor 

Dr Soivodor C6rdenm Gu(iéiie2 
D#iecfoi de Anbiiris s Inveriigmci6n HlsMrio  Documantol 



INSTITUTO DE INVESTIGACIONES JURIDICAS DE LA 
UNIVERSIDAD NACIONAL AUTÓNOMA DE MÚ(ICO 

Héctor Fix Fierro 
Director 

Juan Vega Gómez 
Secretario Académico 

Raúl Márquez Romero 
Jefe del Departamento de P,blicociones 

Carlos F. Natarén Nandayapa 
Investigador 



a Suprema Corte de Justicia de la Nación, como móxima 
instancio jurisdiccional, último intérprete de la Constitución 

de la República, ha desempefiado un papel de suma impor- 
tancio resolviendo los asuntos sometidos a su consideración, 
con las consecuentes repercusiones jurídicas, sociales, econó- 
micas y políticos. Sus resoluciones no s61o tienen efectos sobre 
las partes que intervienen en los asuntos de su conocimiento, 
sino ademós son de especial interés para la sociedad por la 
relevancia jurídica de estos fallos y los criterios que en ellos 

se sustentan. 

Sin embargo, estas resoluciones no siempre son conoci- 
das, ni los criterios que en ellas se sustentan son bien com- 
prendido~. Esto se debe en parte al discurso altamente técnico 
en que las ejecutorias son formuladas y que su difusión se 
realiza a través de obras sumamente especiaiizodas. Por ello, 
este Alto Tribunal ha decidido que los criterios mbs relevantes 
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sean difundidos a través de publicaciones redactadas en 
forma simple y llana. 

Es así como se presenta la serie Decisiones Relevantes de 
la Suprema Corte de Justicia de lo Noción, integrado por 
diversos folletos sobre temos varios, abordados en las ejecu- 
torias pronunciadas por este Máximo Tribunal, de interés poro 
el público en general. 

En el marco del Convenio de Colaboración General que 
tiene celebrado la Suprema Corte con la Universidad Nacio- 
nal Autónoma de México para lo organización y desarrollo 
de actividades coniuntas de investigación, acciones científicas 
y culturales de interés para los partes y del Convenio Especí- 

fico de Colaboroción para el Intercambio de Publicaciones 
suscrito por lo Supremo Corte de Justicia de la Nación y el 
Instituto de Investigaciones Jurídicas, este último participará 
en la elaboración de estos folletos con los comentarios de 
sus investigadores. 

Con esta serie de publicaciones, esperamos cumplir con 
el objetivo de que el público no especializado conozca el tro- 
baio de este Máximo Tribunal. 

Comité de Publicaciones y Promoción Educativo 
de la Suprema Corfe de Justicia de la Noción 

Ministro Mariano Azuelo Güitrón 
Ministro Margarita Beatriz Luna Ramos 
Ministro Guillermo l. Ortiz Mayagoitio 



INTRODUCCI~N 

L a relevancia que tiene el juicio de amparo en nuestro 
sistema legal, se refleia en la gran cantidad de asuntos 

que se someten a la consideración de los órganos jurisdic- 
cionales por esta vía. 

Derivado de esto, ocurre la posibilidad de que en las 
sentencias que emanan de sus resoluciones se emitan criterios 
contradictorios entre instancias del Poder Judicial de la Fede- 
ración con la misma jerarquía, como es el caso de la resolu- 
ción que se comenta en esta publicación, la cual parte de la 

diversidad de criterios emitidos por ambos Salas del Mtiximo 
Tribunal, en donde el Tribunal en Pleno, previa denuncia de 
lo posible contradicción, entró al estudio tonto de la proceden- 
cia de dicha denuncia, como para establecer la materia de 
la contradicción, con la finalidad de unificar el criterio jurídico 

mediante lo emisión de uno iurisprudencio obligatoria para 
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todos los órganos jurisdiccionales del país. Por tal razón, en 
el primer capítulo de este folleto se ofrece al lector, a manera 
de introducción, un breve acercamiento al concepto de la 
jurisprudencia y a los sistemas establecidos en nuestra legis- 
loción paro su formación. 

Respecto al tema de fondo, en este número de la serie 
Decisiones Relevantes de la Suprema Corfe de Justicia de lo 
Noción, se plasman de una manera sencillo los razonamien- 

tos lógico-jurídicos que llevaron al Tribunal en Pleno de la 
Suprema ~ o k e  de Justicia de la Nación a resolver en la contra- 
dicción de tesis 6/2003 si el procurador fiscal de la Fede- 

ración y servidores públicos inferiores, están o no legitimados 
paro interponer el recurso de revisión en sustitución por ausen- 
cia del secretario de Hacienda y Crédito Público, quien a su 
vez actúa en representación del presidente de la República, 
en el caso del amparo contra leyes, conforme o la interpre- 

tación del artículo 105 del Reglamento Interior de la Secretoría 
de Hacienda y Crédito Público, en su texto anterior a lo 
reforma del 23 de enero de 2003. 

Para ello, los señores Ministros analizaron las caracte- 
rísticas de la suplencia por ausencia y de la representación 

conforme a lo establecido en el artículo 105 del reglamento 
mencionado en relación con e¡ numeral 19 de la Ley de 
Amparo. 

No obstante el sentido de lo resolución, el señor Ministro 
Genaro Dovid Góngora Pimentel no estuvo de acuerdo con 
la decisión de la mayoría, al considerar necesario acudir a la 
doctrina en materia de derecho administrativo paro poder 
desentrañar la naturaleza iuridica de la suplencia por ausencia 



y de la representación y, con base en los elementos obteni- 

dos, interpretar el contenido del artículo 105 del reglamento 

mencionado, con lo cual lleg6 a una conclusión distinta de 

la mayoría. 

Por último, se ofrece al lector el comentario realizado 

por el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad 

Nacional Autónoma de México, en el marco del acuerdo 

de colaboración celebrado entre dicho Instituto y la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación. 



l. LA JURISPRUDENCIA 
1. CONCEPTO 

L a palabra jurisprudencia proviene del latín iurisprudenfio, 
compuesta de las raíces latinas ius, derecho y prudens, 

tis, sabiduría o conocimiento; en su sentido etimológico 
significo sobiduría del derecho. 

El Diccionorio de lo ReolAcodemio de lo Lenguo Espoñola 
señola que dicha palabra proviene del latín iuris prudenfio, 
la cual puede entenderse como ciencia del derecho, coniunto 
de sentencias de los tribunales y doctrino que contienen, o 
como criterio sobre un problemo jurídico estoblecido por uno 

de sentencias concordes.' 

La Supremo Corte de Justicia de la Nación ha emitido 
diversos criterios interpretotivos publicados en el Semanario 

8 REAL AGMIA ESPAÑOR Diccimario de lo lengua eípoflolo, toma 11, 210. ed., 
Madrid, Espaso Colpa, 1992, p. 1215. 
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Judiciol de la Federación, que aportan elementos constantes 

y que permiten extractar una definición de iurisprudencia: 

INTERPRETAC\ON Y JURISPRUDENCIA.-Interpretar la 
ley es desentrañar su sentido y por ello la jurisprudencia 

es una forma de interpretación judicial, la de mayor impor- 
tancia, que tiene fuerza obligatoria según lo determinan 

los artículos 193 y 193 bis de la Ley de Amparo reformada 

en vigor, segGn se trate de iurisprudencia establecido por 
la Suprema Corte de Justicia funcionando en Pleno o a través 

de SUS Salas. En síntesis: la iurisprudencia es la obliga- 

toria interpretación y determinación del sentido de la ley, 

debiendo acatarse, lo que se encuentra vigente en el 

momento de aplicar aquella a los casos concretos, resulta 

absurdo pretender que en el período de validez de una 

cierta jurisprudencia se juzguen algunos cosos con interpre- 

taciones ya superados y modificados por ella que es la 
única apl i~able.~ 

JURISPRUDENCIA, NATURALEZA.-La \urisprudencia, en 
el fondo, consiste en la interpretación correcta y válida de la 

ley que necesariamente se tiene que hacer al aplicar ésto.3 

JURISPRUDENCIA, CONCEPTO Y OBLIGATORIEDAD DE 

!A,-No se puede equiparar la jurisprudencia con el "uso", 

"costumbre" o "práctica en contrario" de que habla el artículo 

10 del Código Civil de! Distrito y Territorios Federales, en 
virtud de que la jurisprudencia de la Suprema Corte no se 

origino ni se funda en ellos, sino que emerge de la fuente 
viva que implica el anóiisis reiterado de las disposiciones 



legales vigentes; en función de su aplicación a los casos 

concretos sometidos o la consideración de este Alto Tribu- 

nal, conforme a su competencia; y precisamente porque 

lo jurisprudencia es fuente de derecho, de ahí dimana su 
obligatoriedad en los términos del artículo 193 bis de la 

Ley de AmparoP 

JURISPRUDENCIA. SU APLICACI~N NO VIOLA LA 
GAMNT~A DE IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY.-La Supre- 

ma Corte de Justicia de la Nación y losTribunoles Colegia- 

dos de Circuito, al sentar iurisprudencia, no sólo interpretan 

la ley y estudian los aspectos que el legislador no precisó, 

sino que integran a la norma los alcances que, sin estar 

contemplados claramente en ella, se producen en una 

determinada situación; sin embargo, esta "conformación 

o integración judicial" no constituye una normo jurídica de 

carácter general, aunque en ocasiones llene las lagunas 

de ésta, fundándose paro ello, no en el arbitrio del Juez, 

sino en el espíritu de otras disposiciones legales, que estruc- 

turan (como unidad) situaciones jurídicas, creando en casos 

excepcionales normas iurídicas individualizadas, de acuerdo 

a los principios generales del derecho, de conformidad 

con lo previsto en el último párrafo del ortículo 14 constitu- 

cional; tal y como se reconoce en el artículo 94, párrafo 

sexto, de la Constitución Federal, así como en los nume- 

rales 192 y 197 de la Ley de Amparo, en los quese contem- 

pla a la interpretación de las normas como materia de la 

i~ris~rudencia. Ahora bien, tomando en consideración que 

la jurisprudencia es la interpretación que los referidos tribu- 

nales hacen de la ley, y que aquélla no constituye una 

norma jurídica nueva equiparable a la ley, ya que no 

' SamonoiM Jdtcial de lo Faderncióinn, S& kpoco, Volumen Tencem Pode W I X ,  &¡no 28 
Regirtm IUS 265,156. 
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cumple con las corocterísticas de generalidad, obligatorie- 
dad y abstracción, es inconcuso que al aplicarse, no viola 
el principio de irretroacfividad, consagrado en el altículo 
14 con~titucional.~ 

Derivado de lo anterior se puede sefialar que la juris- 

prudencia es "una fuente formal del derecho, consistente en 

la interpretación válida y obligatoria de la ley que hacen los 

órganos jurisdiccionales competentes del Poder Judicial Fede- 

ral, con el objeto de desentrañar su sentido y dar o la norma 

preexistente los alcances que, sin estar contemplados clara- 

mente en ella, se producen en una determinada situación; 

aunque esta conformación judicial no constituye una norma 

jurídica de carácter general, en ocasiones llena sus lagunas, 

con apoyo en el espíritu de otras disposiciones legales que 

estructuran situaciones jurídicas como una unidad, creando 

en casos excepcionales normas jurídicas individ~alizodas".~ 

2. SISTEMAS DE FORMACI~N DE LA 
JURISPRUDENCIA 

Conforme a nuestra legislación, la jurisprudencia se crea 

mediante tres sistemas, a saber: por reiteración, por unifica- 

ción de criterios y, por último, en materia de controversias 

constitucionales y acciones de inconstitucionalidad; el fundo- 

mento legal de dichos sistemas se encuentra establecido en 

los artículos 94 de la Constitucibn Federal; 192, pbrrafo 

segundo, 193, párrafo segundo, 194, párrafo primero, y 197, 

SSemooo<ia ludiciolde lo Fedemci6n y su Goce*, Noveno Época, TomoXiI. diciembre de 
2000, p6wino 16, tesis E/J. 145/2000. Registro IUS 190,663. 

Lpremo Corte da Justicia de la Nación, disco Ley de Ampom y su Interprelori6n por el 
h d * r  Judicial da lo Fedemoón, Dicci-ti0 Jurídico de Ampam, voz iutisprudewh, Mxico, 
2005. 



pórrafo cuarto, de lo Ley de Amporo; 10, 15, 21, 37, 177, 
186, fracción IV, 232 a 237 de la Ley Orgónica del Poder 
Judicial de la Federación, y 42,43,59 y 72 de la Ley Reglamen- 
tario de los Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

a) Por reiteración de criterios 

En este sistema, la jurisprudencia se integro por el criterio 
contenido en cinco sentencias resueltas en el mismo sen- 
tido, no interrumpidas por otra en contrario y emitidas por un 
mismo órgono jurisdi~cionol.~ Para ello, tambikn se requiere 
uno votación calificada en cado resolución que integre la 
jurisprudencia, de acuerdo al órgano jurisdiccional que 
la emita: para el Tribunal en Pleno se necesita un mínimo de 
8 votos, poro las Salas de por lo menos 4 y respecto a los 
Tribunales Colegiados de Circuito se requiere unanimidod de 

votas, conforme o lo establecido en los artículos 94, párrafo 
octavo, de la Constitución Federal; 192, pórrafo segundo y 

193, phrrafo segundo, de la Ley de Amparo. 

b) Por unificación de criterios 

Tiene como finalidad preservar lo unidad de interpreta- 
ción de las normas que integran el orden jurídico nacional ol 
decidir las tesis que deben prevalecer como iurisprudencia 
obligatoria, cuando existen criterios divergentes sustentados 
porTribunales Colegiados O por las Salas del Máximo Tribunal, 
en torno a un mismo problema legal, sin que se afecten las 

-..-.p. .. .~ 
7VBoss Semamriti Iudiciol ds la Federoci6n y su Gocefa, Noveno Época, Tomo XY, febrero 

de 2002, p6gino 41, terir 2o.lJ. 11/2002. Registro IUS 187,773. 
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situaciones jurídicas concretas derivadas de las senten- 
cias dictados en los iuicios en que se emitieron los criterios 
 contradictorio^.^ 

Portanto, lo contradicción de tesis no constituye un recurso 
de aclaración de sentencio ni de revisión, sino una formo de 
integración jurisprudenciol, conforme a las fracciones Vlll, 
último párrafo y IXdel artículo 107 de la Constitución Político 
de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el numeral 
197-A de la Ley de Amporo. 

En este sistema se observon varias características 
específicas: 

- La iurisprudencia por unificación requiere, para integrarse, 
de uno sola resolución y uno mayoría simple de votos. 

- El árgano jurisdiccional que resuelve la contradicción 
es diverso a los que emiten los tesis divergentes. 

- El órgano jurisdiccional no pone fin a un litigio, sólo 
decide un conflicto de interpretoción y emite su criterio sobre 
un punto de derecho. 

Para lo existencia de una contradicción de tesis, ei Tribunol 
en Pleno ha senolado que deben reunirse determinados 
requisitos: 

- Que se examinen cuestiones jurídicas esencialmente 
iguales y se resuelvan con criterios divergentes. 

'VBase Sernonorlo Judiciei de lo fedemci6n Gocefo, Novena Éparo, Tomo XVIII, lulio 
2003, pósino 27, iesis l? Vl2003. Registro IUS 189,880. 



- Que la diferencio de criterios se encuentre en las consi- 
derociones, razonamientos o interpretaciones jurídicos de las 
sentencias respectivos. 

- Que se examinen los mismos elementos al emitir los 
criterios divergentes. 

Para la existencia de uno contradicción de tesis además 
es necesario que los razonamientos que sustentan 10s criterios, 
también deben estar referidos a la materia de la litis, dirigi- 
dos o analizar y resolver el problema planteado en coda caso 
en particular, Por tanto, los razonamientos vertidos en una 
sentencia que no sustentan el criterio que resuelven la litis no 
son aptos para establecer la contradicción de  criterio^.^ 

Adicionalmente, poro que exista la referida contradicción 
no se requiere que las tesis divergentes constituyan juris- 
prudencia; es más, los criterios antagónicos plasmados en 
diversas ejecutorias pueden ser moteria de una contradic- 
ción de tesis, o pesar de no haberse redactado ni publicado 
conforme a la ley, como lo estableció la Segunda Sola del 
Máximo Tribunal en lo tesis 2a./J. 94/2000, que a la letra dice: 

CONTRADICCIÓN DE TESIS. SU EXISTENCIA REQUIERE 
DE CRITERIOS DIVERGENTES PLASMADOS EN DIVERSAS 
EJECUTORIAS, A PESAR DE QUE NO SE HAYAN REDAC- 
TADO NI PUBLICADO EN LA FORMA ESTABLECIDA POR 
LA LEY.-Los orfículos 107, fracción XIII, de lo Constitución 
General de la República, i 97 y 197-A de la Ley de Amparo, 
regulan lo contradicción de tesis sobre una misma cuestión 

9 V6anse los tesi, ¡?/J. 26/2001 y 1 o. 1112005, publicadas en d Semonorio Judieioi de lo 
Fsdemción y su Gscem, Noveno É w a ,  Tomos X111 I)W, abril de 2W1 y f~biero de 2005, 
p6ginor 76 p 308. Regimos IUS 190.W y 179.357, wspectivornente. 
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jurídica como forma o sistema de integración de iurispru- 
dencia, desprendiéndose que la tesis o que se refieren es 
el criterio jurídico sustentado por un órgano jurisdiccio- 
no1 al exominor un punto concreto de derecho, cuya hipóte- 
sis, con características de generalidad y abstracción, puede 
actualizarse en otros asuntos; criterio que, ademCts, en 

términos de lo establecido en el artículo 195 de la citada 
legislación, debe redactarse de manera sintética, contro- 
larse y difundirse, formalidod que de no cumplirse no le 
privo del carácter de tesis, en tonto que esta investidura 
lo adquiere por el solo hecho de reunir los requisitos inicial- 
mente enunciados de generolidod y abstracción. Por consi- 
guiente, puede afirmarse que no existe tesis sin ejecutoria, 
pero que yo existiendo ésto, hay tesis a pesar de que no se 
haya redactado en la forma establecido ni publicado y, 

en tales condiciones, es susceptible de formar porte de lo 

cantrodicción que establecen los preceptos cito do^.'^ 

Por último, es importante mencionar que lo contradicción 

detesis puede existir de manera implícita cuando no se expresan 

razonamientos respecto al  criterio controvertido, pero se llega 

o una conclusión diversa a la plasmada en la sentencia de 

otro árgano jurisdicciona\ respecto de un  mismo problema 

jurídico." 

c) Las derivadas de resoluciones en controversias constitu- 
cionales y acciones de inconstitucionalidad 

Conforme al penúltimo pórrafo de la fracción I del artículo 

105 constitucional. cuando los controversias versen sobre 

'O Sernonano Judicio! de !o hderoci6n y su Gaceta, Novena &poco. Torno Xli, noviernbie 
de 2000, p6gino 319. tesis 2oJJ. 9412000. Ragirtro IUS 190,917. 

" Vkors Sernonario Judicia!ds io  Fedamci6o y su Gacafo, Noveno &poco, Temo XV, morro 
de 2002, p6gino 427, *=a¡& 20. XXVIIIIZO02, Regútm IUS 187,579. 



disposiciones generales de Estados o de Municipios impug- 
nadas por la Federación, de los Municipios impugnadas por 
los Estados, o en los casos a que se refieren los incisos c), h) y 

k) de dicha fracción, y lo resolución de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación las declare inválidas, ésta tendró efec- 
tos generales cuando hubiera sido aprobada por una mayoría 
de por lo menos ocho votos. 

Respecto a las acciones de inconstitucionalidad, cuando 
tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una 
norma de carácter general y la Constitución, las decisiones 
padrón tomarse por mayoría simple de los miembros presen- 
tes, pero necesitan ser aprobadas por una mayoría de cuando 
menos ocho votos para que tenga efectos generales, conforme 
a'la fracción II del artículo 105 de la Carta Magna. 

E l  procedimiento para resolver los problemas plantea- 
das respecto de ambas figuras se encuentra regulado en la 

ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del artículo 105 de 
la Constitución Político de los Estados Unidos Mexicanos, 

Cabe señalar que oun cuando no se haya elaborado ia 

tesis respectiva, los criterios jurisprudenciales emanados de 
las resoluciones derivadas de controversias constitucionales 
o de acciones de inconstitucionalidad tendrán ese carácter 
conforme a lo señalado en los artículos 177 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación y los artículos 
43 y 77 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del 
Artículo 105 Constitucional, criterio establecido por la Segunda 
Sala en la iurisprudencia 1 a./J. 2/2004, publicada en el Semo- 

nario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XIX, mano de 2004, página 130, que a la letra dice: 
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JURISPRUDENCIA. TIENEN ESE CARÁCTER LAS 
RAZONES CONTENIDAS EN LOS CONSIDERANDOS 

QUE FUNDEN LOS RESOLUTIVOS DE LAS 

SENTENCIAS E N CONTROVERSIAS 

CONSTITUCIONALES Y ACCIONES DE 

INCONSTITUCIONALIDAD, POR LO QUE SON 
OBLIGATORIAS PARA LOS TRIBUNALES 

COLEGIADOS DE CIRCUITO EN TÉRMINOS DEL 

ACUERDO GENERAL 512001 DEL PLENO DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN.- 
Según lo estoblecldo en el artículo 177 de lo Ley Orgánica 

del Poder Judicial de la Federación y los artículos 43 y 73 
de la Ley Reglamentario de los Fracciones I y I t  del Artículo 

105 Constitucional, relativo a las sentencios emitidas en 

resolución de controversias constitucionales y acciones de 

inconstitucionolidad, los razones contenidas en los 

considerondos que funden los resolutivosde las sentencias 

aprobadas por cuando menos ocho votos, tienen el carácter 

de jurisprudencia, por lo que son obligoiorios poro las Salas, 

Tribunales Unitarios y Colegiados de Circuito, Juzgodos de 

Distrito, tribunales militares, agrarios y judicioles del orden 

común de los Estados y del Distrito Federal, y administrativos 

y del trabaio, seon éstos federales o locales. Los Tribunales 

Colegiados serán, por tanto, competentes poro conocer de 

los asuntos en los que yo se hayo establecido criterio 

obligatorio con el carácter de jurisprudencia en controversios 

constitucionales y acciones de inconstitucionolidad, como 

se encuentra establecido en el inciso D), fracción 1, del punto 

quinto del Acuerdo General 5/2001, emitido por el Pleno 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el veintiuno 

de junio de dos mil uno. 



Il. CONTRADICC~ON DE TESIS 6/2003-PL 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, la cual en sustancia, 
atiende a los siguientes puntos. 

El 6 de diciembre de 2002 fue denunciada la existencia 
de una posible contradicción de tesis entre la Primera y lo 
Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
al resolver el recurso de reclamación 266/2002-PL el 30 de 
octubre de 2002, y el amparo en revisión 109/2002, resuelto 
el 22 de noviembre de 2002, respectivamente. La denuncia 
fue hecha por la parte quejoso en este último asunto, en donde 
estima que la contradicción consiste en la interpretación que 
se dio al artículo 105 del Reglamento Interior de la Secreta- 
ría de Hacienda y CrC?dito Público, vigente hasta el 23 de enero 
de 2003, en donde la Primero Sala sostiene que tal precepto 
autoriza, para efectos del iuicio de amparo, la suplencia por 
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ausencia del secretario de Hacienda y Crédito Público por dife- 

rentes funcionarios de la misma Secretaría, sin necesidad de 

cumplir con un orden consecutivo; por otra parte, la Segundo 

Sala consideró que el artículo señalado establece una ver- 

dadera representación del secretario, lo cual se encuentro 

prohibido para efectos del iuicio de garantías, conforme al 

artículo 19 de la Ley de Amparo. 

El Presidente de la Suprema Corte de Justicia de lo Nación 

tuvo por hecha la denuncia de referencia, ordenó formar el 

expediente relativo y, posteriormente, a petición de los Presi- 

dentes de las Salas aceptó ampliar la materia de la contra- 

dicción al incluir otras eiecutorias relativas a asuntos que no 

fueron mencionados en el escrito inicial, conforme a la facul- 

tad que tienen las Ministros del MáximoTribunal para denun- 

ciar lo posible contradicción de criterios establecida en el 

artículo 197-A de la Ley de Amparo. Adembs, dio vista al procu- 

rador general de la República, quien al comparecer solicitó 

que el presente asunto se resolviera atendiendo al criterio de 

la Primera Sala, 

El Tribunal en Pleno se declaró competente para conocer 

y resolver la denuncia de contradicción de tesis, la que consi- 

deró promovida por parte legítima conforme a lo previsto en 

el artículo 197 de la Ley de Amparo, al ser formulada por la 

quejosa que intervino en uno de los asuntos que sustentaron 
los criterios en controdicción. 

Durante el proceso de admisión y trámite de la referida 

controdicción, los artículos 10, 72 y 105 del Reglamento 

interior de lo Secretaría de Hacienda y Crédito Público, fueron 
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reformados por decreto publicado en el Diario Oficial de la 

Federación de 23 de enero de 2003, en donde se establece, 

entre otras cosas, los supuestos en los que al fiscal 

de la Federación y al subprocurador fiscal de amparos les 

corresponde la representación del interés de la Federación y 

la representación de la Secretaría, siempre y cuando no se 

actúe dentro del juicio de amparo como autoridad respon- 

sable; asimismo, se establece el orden de suplencia por ausen- 

cia del titular de la Secretaría. 

Frente a ello, el Tribunal en Pleno consideró que aun 

cuando podrío suspenderse la decisión final de esto contra- 

dicción, de conformidad con una tesis anteri~r,'~ por haberse 

quedado sin materia en virtud de que los preceptos lega- 

les que la sustentan fueron modificados y las nuevas normas 

fijan con exactitud su alcance y efectos, en este caso estaba 
presente una de las excepciones al mencionado criterio, 

consistente en que no obstonte se deroguen los preceptos 

sujetos a interpretación y se publique un nuevo texto norma- 

tivo, la definición del criterio jurisprudencia1 será indispensable 
por encontrarse aún pendiente un número significativo de 

asuntos regulados por dichos artículos que deberán resol- 

verse conforme a la tesis que llegue a establecerse al solu- 

cionar el punto contradictorio, además que lo definición del 

criterio relativo ~ u e d o  servir de directriz para solucionar, por 

analogía, o mayoría de razbn, problemas jurídicos sustancial- 

mente coincidentes o de contenido ~ imi la r . '~  

-- 
'Wéou, Semanario Judicial de lo Fedaraci6n. Odava Época, Tercera Solo. Tomo Vii, junio 

de 1991, p6gino 93. RegktrolUS 206,957. 
'SVÉone Semonorio Judiciolde 10 Federod6n, Ociovo gpoco, Tercaro Sola, Tomo i, Primero 

&M-1 ,  anem o junio de 1 P88,pdgino 284. Registre LUS 207,542. 
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En este sentido, los señores Ministros al constatar que se 

encontraba e en diente de resolver un número importante 

de asuntos donde se presentaba el problema planteado en la 

contradicción, consideraron resolverla y ordenaron que el cri- 

terio sustentado por el Máximo Tribunal prevaleciera con 

carácter de iurisprudencia. 

2. CRITERIO SUSTENTADO POR LA PRIMERA SALA DE 
LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

El criterio de la Primera Sala, materia de la contradicción de 

tesis, se sustentó en los siguientes asuntos: 

- Recurso de reclamación 266/2002-PL 

- Amparo en revisión 196/2002 

En el primero de ellos se reclomó la admisión a trámite 

de un recurso de revisión interpuesto por el secretario de 

Hacienda y Crédito Público, a través del subprocurador fiscal 

federal de Amparos, ya que la representación de este último 

funcionario, no se aiustaba al orden de suplencias previsto 

en la última parte del primer párrafo del artículo 105 del 

Reglamento Interior de lo Secretaría de Haciendo y Crédito 

Público, además de no encontrarse iustificado la ausencia 

del procurador fiscal de la Federación, que impidió seguir el 

orden que marca la norma referida. 

La Primera Sala declaró infundada esto reclamación, baio 

el argumento de que el mencionado artículo contempla tres 

supuestos de suplencia del secretaria de Haciendo y Crédito 

Público, a saber: 



Suplencia gen6rica. Está prevista en la primera parte del 

precepto, y conforme a la misma el secretario al que se refiere 

ser6 suplido en sus ausencias, de conformidad con el siguiente 

orden: 1 o. Por el subsecretario de Hacienda y Crkdito Público; 

20. Por el subsecretario de Ingresos; 30. Por el subsecretario 

de Egresos, y 40. Por el oficial mayor. La Sala le otorga la 

calificativa de generica porque no contempla alguna actividad 

específica para la suplencia del secretario. 

Suplencia en la Comisión lntersecretarial de Gasto Finan- 

ciamiento. En este caso, lo ausencia del secretario en cuestión 

puede ser suplido de manera indistinta, esto es, sin aiustarse 

o un orden expreso, tanto por el subsecretario de Hacienda y 

Crkdito Público como por el subsecretario de Egresos. 

Suplencia en los procedimientos jurisdiccionoles. Previsto 

para los casos en que por sí o en representación del preci- 

dente de la República, el secretario de Hacienda y Crkdito 

Público deba intervenir en iuicios de amparo, controversias 

constitucionales, acciones de inconstitucionalidod o, en gene- 

ral en cualquier otro procedimiento jurisdiccional. En este 

supuesto, que es el que interesa en la especie, puede ser suplido 

de manera indistinta, o sea, sin suietarse a un orden espe- 

cífico, por el procurador fiscal de la Federación, el sub- 

procurador fiscal federal de Amparos, el director general de 

Amparos Contra Leyes o el director general de Amparos 

Contra Actos Administrativos. 

Ahora bien, respecto de la última parte del primer párrafo 

del artículo 105 del reglamento en comento, que dispone la 

obligación de respetar el orden indicado, la Sala consideró 
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que debe entenderse referido a los servidores públicos men- 
cionados en el supuesto de suplencio genérica establecido 
en la primera parte del pbrrafo y artículos citados, en virtud de 
que es el único supuesto en el que se establece un orden 

expreso de suplencia. 

Por tanto, en los procedimientos jurisdiccionoles, el secre- 

tario podrd ser suplido en coso de ausencia de manero indistinto 
por: a) el procurador fiscal de la Federación, b) el sub- 
procurador fiscal federal de Amparos, c) el director general 
de Amparos Contra Leyes, d) el director general de Ampa- 
ros Contra Actos Administrativos, o por e) los servidores 
públicos señalados en la primera parte y, en el siguiente 
orden: subsecretario de Hacienda y Crédito Público, subsecre- 

tario de Ingresos, subsecretario de Egresos y el oficial mayor. 

Derivado de lo anterior, la Primera Sala aceptó la legitima- 
ción del recurrente al resolver que era legol que el subprocu- 
rador fiscal federal de Amparos haya suplido directamente 

al secretario de Hacienda y Crédito Público, ya que la disposi- 
ción que lo regula no exige ajustarse a un orden específico 
de funcionarios, y él es uno de los facultados de manera 
indistinta para llevar a cabo la suplencio en los procedimientos 

jurisdiccionales. 

Respecto al ampara en revisión 196/2002, cabe destacar 
que fue interpuesto por el subprocurador fiscal federal de 
Amparos, en ausencia del secretario de Hacienda y Crédito 
Público, quien a su vez actuaba en representación del presi- 
dente de la República. 

Este asunto fue remitido a la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación por el problema de inconstitucionalidad plan. 



teado, en donde se determinó su envío a la Primera Sala del 
Máximo Tribunal, la cual, a l  resolver el fondo del asunto plan- 

teado, aceptó tácitamente la Iegitimoción del recurrente que 

actuó en sustitución por ausencia del secretario, con funda- 
mento en el artículo 105 del Reglamento lnterior de la Secre- 

taría de Hacienda v Crédito Público. 

3. CRITERIO SUSTENTADO POR LA SEGUNDA SALA 
DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

La Segunda Sala sostuvo diverso criterio al resolver los siguien- 

tes asuntos: 

Amparos en revisión 109/2002,285/2002, 454/2002, 

51 2/2002 y 603/2002. 

Todos ellos fueron interpuestos por el subprocurador fiscal 

federal de Amparos, en sustitución del secretario de Hacienda 

y Credito Público quien al firmar su escrito de agravios lo 
hizo en los siguientes términos: 

ATENTAMENTE.-SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELEC- 
CIÓN.-EI subprocurador fiscal federal de Amparos, en 
ausencia del C. secretario de Hacienda y Crédito Público 
quien actúa en representación del presidente de la Repú- 
blica con fundamento en lo dispuesto por los artículos 19 
de la Ley de Amparo, 14 y 18 de la ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal y 705 del Reglamento 
lnterior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
en vigor.-EL SUBPROCURADOR FISCAL FEDERAL DE 
AMPAROS. 

Seguido por su nombre y firma. 
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La Segunda Sala del AltoTribunal examinó el sistema que 
rige la suplencia por ausencia del secretario de Hacienda y 
Crédito Público por parte de los servidores públicos señalados 
en el artículo 105 del Reglamento Interior de la Secretaría de 
Hacienda y Crkdito Público, en relación con el artículo 19 
de la Ley de Amparo. 

Conforme al artículo 19 mencionado, las autoridades 
responsables pueden comparecer al juicio de garantías de 
tres formas: 

a) En forma directa: que consiste en la comparecencia 
de la autoridad para defender la constitucionalidad del acto 
que le es imputado. 

b) En suplencia por ausencia: cuando el servidor público 
que suple toma el lugar de la persona ausente, por disposi- 
ción expresa de la ley y en el orden establecido por la misma, 
por tanto, el suplente actúa en nombre propio como titular 
del cargo. 

En este sentido, la suplencia se realiza con la finalidad 
de que no se interrumpan las funciones de los órganos de la 
administración pública y para prevenir la falta del titular de 
un ente público ocasionado por su ausencia o impedimento, 
por ello, el suplente ejerce la totalidad de las facuitades, deri- 
vadas del ámbito competencial, inherentes al órgano del cual 
pasa a ser su titular, sin que puedan dividirse entre varias 
personas dichas facultodes, puesto que implicaría lo existencia 
de varios titulares de un solo órgano de gobierno. 

Por tanto, si una norma jurídica establece la suplencia 
simultánea de diversos funcionarios, ante la ausencia del 



titular de un ente público, eierciendo cada uno de ellos deter- 

minadas atribuciones, se trata en realidad de una repre- 

sentación legal para actuar en nombre del titular de las 

atribuciones pero no como si fuera él. 

c) En representación: Esta forma está prohibida por el propio 

artículo 19 de la Ley de Amparo, excepto paro el presidente 

de la República. 

Ahora bien, al analizar la Segunda Sala el artículo 105 
del Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito 

Público, que establece la suplencia por ausencia del titular 

de esa Secretaría, advirtió lo siguiente: 

a) En su primer párrafo establece la suplencia por ausencia 

del secretorio por los funcionarios señalados y en el orden 

indicado por la norma, existiendo una auténtica suplencia 

de servidores públicos. 

b) En el tercer párrafo del artículo en comento, se esta- 

blece que en los procesos jurisdiccionales el secretario ser6 

suplido de forma indistinta por los funcionarios ohí señalados; 

lo cual se refiere a una representación y no o una auténtica 

suplencia, ya que dichos funcionarios no suplen en todo su 

ámbito de competencia al secretario, y acuden en nombre del 

titular, que es uno solo, a los juicios de garantías para defender 

los intereses de lo Administración Pública. De no entenderse en 

&a forma, de ocuerdo al criterio de la Segunda Sala, se tendrían 

seis servidores públicos para ejercer a un mismo tiempo las 

funciones de secretario, lo  cual resulta contrario al principio 

de competencia integral de los órganos del Estado. 
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En virtud de lo anterior, lo Segunda Sala concluyó que el 
procurador fiscal de la Federación, así como sus inferiores 
jerórquicos carecen de iegitimación procesal activa para 
promover el recurso de revisión en el iuicio de garantías en 
sustitución del secretorio de Hacienda y Crédito Público, toda 
vez que quienes ejercen las funciones en ausencia del secre- 
tario aludido, y -por consiguiente- están facultados para 
suplirlo por ausencia, en este caso, con el subsecretario 
correspondiente, o bien, el oficial mayor encargado del 
despacho. 

4. DELIMITACIÓN DE LOS CRITERIOS 
CONTENDIENTES C O M O  MATERIA 

DE LA CONTRADICCI~N 

El Tribunal en Pleno constató si existía o no uno contradic- 
ción de tesis entre las diferentes eiecutorias puestas bajo su 
consideración, tornando en cuenta los requisitos exigibles 
siguientes: 

a) Que ai resolver los negocios jurídicos se examinen 
cuestiones jurídicas esencialmente iguales y se adopten posi- 
ciones o criterios jurídicos discrepantes; 

b) Que la diferencia de criterios se presente en las consi- 
deraciones, razonamientos o interpretaciones jurídicas de las 
sentencias respectivas, y 

c)  Que los distintos criterios provengan del examen de 
los mismos elementos. 

Conforme a lo anterior, el Tribunal en Pleno resolvió que 
no existía contradicción de tesis entre el criterio sustentodo 
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por la Primera Sala al resolver la reclamación 266/2002-PL 
y el que sostiene la Segunda Sala en las ejecutorias de ampa- 
ros en revisión 51 2/2002,454/2002,109/2002,285/2002 
y 603/2002, porque no se trataba de negocios jurídicos esen- 
cialmente iguales, ni se apreciaba que tuvieran los mismos 
elementos, pues mientras la Segunda Sala se pronunció sobre 
la legitimación en un recurso de revisión interpuesto por el 
subprocurador fiscal federal de Amparas de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Pública, por otra parte la sentencia de la 
Primera Sala estudió implícitomente un supuesto diverso, 
al establecer si el procurodorfiscal federal de Amparos puede 
suplir por ausencia a la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público, cuando esta última ostenta el carácter de tercero 
perjudicada en un amparo directo. 

En el primer supuesto se aplica la regla general de que 
en el juicio de amparo está prohibido representar a las autori- 
dades responsables, y en el segundo supuesto este principio 
no es aplicable porque se trata de autoridades que acuden a 
iuicio con el carácter de terceras periudi~adas.'~ 

Por otra parte, el Pleno del Alto Tribunal consideró que sí 
existía contradicción de tesis implícita en los asuntos de 
ampara en revisión 196/2002 de la Primera Sala y 51 2/2002, 
454/2002, 109/2002,285/2002 y 603/2002 fallados por 
la Segunda Sala, porque todos estos resolvieron un problema 

-- 
'Q v.n.sarnorioiio 1~di0~1 de lo ~edemción vru Gaceto. Novena irioca. TamoX/ll, febrero 

~~. ~ 

PARA INTERPONER AQUEL RECURSO EN REPRESENTACI~N DEL TITULAR DE ESA DEPEN- 
DENCIA. CUANDO &TE ACUDE ALJUICIO DE GARANT~AS CON EL CAR~CTER DE TERCERO 
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jurídico idéntico y tienen como antecedente un amparo indirecto 
en contra de una ley fiscal federal en los que el Juez de Dis- 
trito resolvió que la ley impugnada era inconstitucional, lo cual 
generó, coincidentemente, que en todos los asuntos el sub- 

procurador fiscal federal de Amparos fuera el que interpuso 
el recurso de revisión en ausencia del secretario de Hacienda 
y Crédito Público, quien a su vez representaba al presidente 
de la República en su carácter de autoridad responsable, por 
lo que resultan ser esencialmente idénticos. 

De igual forma, el marco normativo examinado resultó 

ser el mismo ya que, en sus pronunciamientos, ambos órganos 
iurisdiccionales necesariamente debieron haber interpre- 
tado los artículos 19 de ia Ley de Amparo, 14 y 18 de ia Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal y principal- 

mente el 105 del Reglamento lnterior de la ~ecretaría de 
Hacienda y Crédito Público. 

No obstante la igualdad en los antecedentes y elementos 
jurídicos a evaluar, ambas Salas del Máximo Tribunal emitie- 
ron criterios jurídicos discrepantes. 

Así, por un lado la Primera Sala reconoció tácitamente la 
existencia de una legitimación por parte del subprocurador 
fiscal federal de Amparos de la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público para interponer el recurso de revisión en 

ausencia del secretario, y éste a su vez, en representación 
del presidente de la República; por otro lodo, la Segunda 
Sala negó de manero expreso el derecho de dicho subprocu- 
rador para interponer el referido medio de defensa consi- 
derando que de un anhlisis al articulo 105 del Reglamento 
Interior de la Secretaría de Haciendo y Crédito Público se 
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advierte que éste instituye una forma de representar a las 
autoridades, y no una suplencia por ausencia, considerando 
que la representación de las responsables en amparo está 
prohibida por el numeral 19, primer párrafo, de la ley de la 
materia. 

5. EL ART~CULO 19 DE LA L N  DE AMPARO Y LA 
REPRESENTACIÓN E N  EL JUICIO DE OARANT/AS 

El artículo 19 de la Ley de Amparo prohíbe la representación 
de las autoridades responsables en el juicio de garantías, 
excepto del presidente de la República; en este sentido, se 
observa una estrecha relación entre la representación y la 
figura de autoridad responsable. 

Hay que recordar que los entes públicos pueden actuar 
dentro del juicio de garantías como autoridad responsable o 
como tercero perjudicado, y es precisamente en el primer 
supuesto cuando conforme a la Ley de Amparo está prohibido 
que actúen a través de un representante. 

Fue en el artículo 1 1 de la Ley de Ampara de 191 9, en 
que el legislador elevó a las autoridades responsables a la 
categoría de partes en el juicio de garantías, al disponer: 

En los juicios de amparo, serán considerados como 
portes, el agraviado, la autoridad responsable, el Ministe- 
rio Público y la contraparte del queioso cuando el amparo 
se pida contra resoluciones judiciales del orden civil. 

Por otra parte, el artículo 12, indicaba: 

Es autoridad responsable, la que ejecuta o trata de eiecutar 
el acto reclamado, pero si &e cansistiere en una resolución 
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judicial o administrativa, se tendrá también como responso. 
ble, a la que la haya dictado. 

En la Ley de Amparo vigente, publicada en el Diario Ofi- 

cial de la Federación el 10 de enero de 1936, el artículo 19 
señalaba: 

Los autoridades responsables no pueden ser representadas 

en el iuicio de amparo, pero sí podrán, por medio de simple 

oficio, acreditar delegados en las audiencias paro el solo 

efecto de que rindan pruebas, aleguen y hagan promocio- 

nes en las mismas audiencias. 

Por reforma publicada en el Diario Oficial de la Federa- 

ción el 20 de enero de 1943, se adicionó un segundo párrafo 

a dicho artículo, en el cual se estableció lo representación del 

presidente de la República en los trámites del iuicio de garan- 

tías por los secretarios de despocho y iefes administrativos, 

al considerar que existía una anomalía de carácter formal y 
de dificultades prácticas para que aquellas autoridades que 

hobían intervenido o causado los actos reclamados, puedan 

suscribir los informes iustificados o los recursos procedentes 

a nombre del Eiecutivo Federal. 

De tal forma, el artículo 19 de la ley de la materia quedó 

como sigue: 

Artículo 19. Las autoridades responsables no pueden ser 

representadas en el juicio de amparo, pero sí podrón, por 

medio de simple oficio, acreditar delegados en las audien- 

cios pam el solo efedo de que rindan pruebas, aleguen y 

hagan promociones en las mismas audiencias. 
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No obstante lo dispuesto en el pórrafo anterior el presidente 
de la República podró ser representado en todos los 
trómites de esta ley por los secretarios de despacho y jefes 
de departamentos administrativos a quienes en cada coso 
corresponda el asunto, según la distribución de competen- 
cias establecidos en la vigente ley de Secretarios y Depar- 
tamentos de Estado. 

En la reforma a l  artículo 27 de la ley  de Amparo, publi- 

cada el 29 de diciembre de 1949 en el Diario Oficial de la 

Federación, se agreg6 al  procurador general de la Repú- 

blica como represenfante del titular del Eiecutivo Federal para 
facilitar y garantizar la eficaz defensa de los actos de la Admi- 

nistración Pública. 

Por último, mediante decreto publicado en el Diario Ofi- 

cial de lo Federación el 20 de mayo de 1986, se adicionó el 

pórrafo tercero a dicho artículo que se refiere a la suplen- 

cia por ausencia de la autoridad responsable sin mencionarse 
razón alguna para esta adición, ni en la exposición de motivos 

ni en algún trabajo legislativo. 

Actualmente el artículo 19 de la Ley de Amparo establece 

lo  siguiente: 

Artículo 19. Los autoridades responsables no pueden ser 
representadas en el juicio de amparo, pero sí podrán, por 
medio de simple oficio, acreditar delegadas que concu- 
rran a las audiencias para el efecto deque en ellas rindon 
pruebas, aleguen y hagan promociones. 

No obaante lo dispuesto en el párrafo anterior, el presi- 
dente de la República podró ser representado en todos los 
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trámites establecidos por esta Ley, en los términos que 

determine el propio Ejecutivo Federal por el conducto del 
procurador Generol de la República, por los secretarios de 

Estado y Jefes de Departamento Administrativo a quienes 
en cado caso correspondo el asunto, según lo distribu- 
ción de competencias establecidas en lo Ley Orgánica de 

lo Administración Pública Federal. 

En estos casos y en los juicios de amparo promovidos 
contra los titulares de las propias dependencias del Eiecu- 

tivo de la Unibn, éstos podrón ser suplidos por los funcio- 
norios o quienes otorguen eso atribución los Regiamentcs 
interiores que se expidan conforme ia citada Ley Orgánica. 

En los amparos relativos a los asuntos que correspondan 
o la Procuraduria General de la República, su titular podrá 

también representar al presidente de los Estados Unidos 

Mexicanos, y ser suplido por los funcionarios a quienes 
otorgue esta att-ibución el Reglamento de ia Ley Orgánica 

de dicha Procuraduría. 

Derivado del análisis del texto anterior, el Tribunal en Pleno 

consideró que este dispositivo coniiene diversas figuras que 

son distintas e independientes entre sí, ya que si bien es cierto 

se prohíbe la representación de las autoridades responsa- 

bles en el iuicio de amparo, también regula la representación 

del presidente de la República en éste; por otro parte, esto- 

blece la suplencia por ausencia y, en otra mención, de los 

delegados que pueden comparecer a las audiencias por desig- 

nación de la autoridad responsable. 

Por tonto, conforme al  artículo 19 de la Ley de Amparo, 

existen tres formas en que las autoridades responsables 

comparecen al juicio de garantías: 
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1) En forma directo, que es la reglo general, en la que 
las autoridades acuden por sí mismas a defender la 
constitucionalidod del acto que se les imputo; 

2) En suplencia por aucencio del titular del ente del 
Estado y, 

3) En su representación, que, como excepción esta 
restringida al  residenf fe de la República. 

Respedo o la primera de ellos, el Tribunal en Pleno consi- 
deró que no requería de mayor explicación, por lo que 
procedió al análisis de los dos últimos supuestos. 

6. SISTEMA DE SUPLENCIA POR AUSENCIA 

El Estado desorrollo funciones administrativas con el fin de 
satisfacer los necesidades públicas, para ello, debe realizar 

uno serie de operaciones diversas o través de múltiples órga- 
nos odminisfrativos facultados poro llevor a cabo actividades 
esoecíficas. 

Frente a cada órgano en que se dividen los atribucio- 
nes del Estado, se encuentra un servidor público que ejecuta 
los actos odrninistrativoc propios de su función; como ésta es 
incesante y no debe paralizarse, el propio régimen legol ha 

dispuesto que ante cualquier eventualidad o impedimento 
del servidor público paro estor presente en la oficina que 
preside, existo la figuro juridico de la suplencio por ausencia 
del titular del órgano, mediante la cuol determina expresa- 
mente los funcionarios que deben suplir al titular para que 
las funciones que le corresponde cumplir sean realizados de 



42 LA L E G I T ~ M A C I ~ N  PROCESAL DEL PROCURADOR FISCAL DE LA FEDERACI~N 
EN EL JUICIO DE AMPARO 

monera eficiente, regular y continuo. Por tonto, lo competencia 
se asume de monera integrol por un solo servidor público, el 

sustituto, sin que puedan dividirse o distribuirse los funciones 

entre vorias personas por razón de la suplencio. 

Lo suplencia adminisfrotivo tiene como fin esenciol conci- 

liar dos ospectos: por uno parte, que no se interrumpon las 

funciones de los órganos de la Administroción Pública y, por 

otro, prevenir lo falta de los titulores por motivo de ousencio 

o impedimento. 

Los titulores de los órganos del Estodo ejercen la competen- 

cio que les ha sido conferida poro realizar sus funciones de 

monera integral, por tonto, cuondo un titular se ausenta y 
es suplido por otro servidor público, éste octúo en sustitución 

total del primero. 

En este sentido, cuondo se otorgo a diversos servidores 

públicos la facultad de octuor en nombre del titular de un 

ente público, pero sin confundirlos como uno solo, a esto 

se le  denomina representoción y pueden coexistir vorios 

representantes de manera simultáneo, o diferencio de la susti- 
tución en la que el sustituto debe ser una solo persono. 

Portonto, cuondo una norma establece que ante lo ausen- 
cio de un servidor público, varios lo suplirán simultáneamente 

para determinadas funciones, se trata de una representación 

legal y no de una suplencia por ousencio, ya que varios servi- 

dores públicos actúan en nombre del titulor sin necesidod de 

que este último se ousente o se encuentre impedido. 



8. INTERPRETACION DE LOS ARTÍCULOS 10, 
FRACCIÓN XV Y 105 DEL REGLAMENTO INTERIOR DE 
LA SECRETAR~A DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO 

La Ley Orgánica de la Administración Público Federal esto- 

blece que al frente de cada Secretoría habró un secretario 

de Estodo, y que para el despacho de los asuntos de su 

competencia se ouxiliorá por los subsecretarios, oficial mayor, 

directores, subdireciores, jefes y subiefes de departamento 

que establezco el reglamento interior respectivo; se preciso, 

además, que los titulares de las Secretarias de Estodo serán 

suplidos por  los funcionorios que indique el reglamento 

interior expedido con base en su propio Ley Orgánica. 

En esfe coso, el Reglamento Interior de lo Secretoría de 

Hocienda y Crédito Público establece en el primer párrafo 

de su artículo 105, lo formo de suplir la ausencia del titulorde 

eso Secrefaría a l  precisar: 

Artículo 105. El  secretorio de Hacienda y Crédito Público 

será suplido en sus ausencios por los subsecretarios de 

Haciendo y Cr6dito Público, de Ingresos, de Egresos, o 

por el oficial mayor, en el orden indicado. En lo presidencia 

de lo Comisión lntenecretarial de Gasto Financiomiento, 

el titular de la Secretaría ser6 suplido indistintamente 

por el subsecretario de Hocienda y Crédito Público o por 

el Subsecretario de Egresos. En los iuicios de amparo en 

que deba intervenir en representación del presidente de la 

República o como titular de la Secretoría, así como en las 

controversias constitucionales o acciones de inconstitucio- 

nalidod o, en general, en cualquier otro procedimiento 

iurisdiccionol, será suplido indistintamente por el procu- 

rador Fiscal de la Federación, por el Subprocurador Fiscal 

Federal de Amparas, por el Director General de Amparos 
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Contra Leyes, por el Director Genero1 de Amparos Contra 
Actos Administrativos o por los servidores públicos antes 
señalados, en el orden indicado. 

Derivado del estudio del numeral anterior, el Tribunal en 

Pleno observó que, en su primera parte, la suplencia por 
ausencia del secretario de Hacienda y Crédito Público será 

por los subsecretarios de Haciendo y Crédito Público, de 
Ingresos, de Egresos o, por el oficial mayor, en el orden indi- 
cado. Luego, ante la ausencia del secretario mencionado, 

pueden asumir el cargo, por ministerio de ley, primero el 
subsecretario de Hacienda y Crédito Público, ante su ausen- 

cia, el de Ingresos, ante lo ausencia de ambos, el de Egresos 
y, finalmente, ante la ausencia de todos ellos, el oficio1 mayor. 

Sin embargo, indica, en el párrafo tercero se establece 
que en materia de procesos jurisdiccionales, tanto constitucio- 

noles como en general, los funcionarios que deberán suplir 
indistintamente al secretorio de Hacienda y Crédito Público 

son: el procurador fiscal de la Federación, el subprocurodor 
fiscal federal de Amparos, el director generol de Amparos 

contra Leyes y el director general de Amparos contra Actos Admi- 
nistrativos o los sewidores indicados con anterioridad; con- 
forme a esto, el Tribunal en Pleno consideró evidente que 
cuando dicho reglamento interior establece la forma de suplir 

al titular del ramo, en el iuicio de amparo lo que hace es 
señalar representantes, pues no obstante que ante su ausencia 
el subsecretario que se encuentre en funciones, o el oficial 
mayor, lo suple de manero total, agrega a otros funcionarios 
para acudir en su nombre ante los iuicios de garantías en 

que aquél defienda los intereses de lo Administracibn Pública 

en el brea de su compeiencio, puesto que quien ejerce formal- 

mente las funciones del secretario de Hacienda y Crtidito 
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Público, es el mencionado subsecretario u oficial mayor 
encargado del despacho. 

Así, considera que conforme a este sistema habrá tantos 
funcionarios con funciones similares a las desarrolladas por 
el secretario de Hacienda y Crédito Público como servidores 
públicos se requieran y se encuentren señalados en la norma. 

En tal situación, tratándose de actos de administración 
en general, ante la ausencia del titular de la referida Secre- 
taría, el subsecretario o el oficial mayor que se encuentre en 
el despacho conforme al orden indicado eiercerá las funciones 
del mencionado titular por ministerio de ley; simultáneamente, 
respecto de la Comisión Secretarial de Gasto Financiamiento, 
el secretario será sustituido ante su ausencia indistintamente 
por el subsecretario de Hacienda y Crédito Público o por el 
subsecretaria de Egresos, en términos de la segunda parte 
del artículo examinado y, finalmente, de manera paralela, en 
la materia jurisdiccional, el secretario de Hacienda y Crédito 
Público en su ausencia, será suplido, indistintamente, por el 
procuradorfiscal de la Federación, el subprocurador fiscal fede- 
ral de Amparos, el director de Amparos Contra Leyes 

y el director general de Amparos Contra Actos Administrativos. 

Por tanto, hay seis servidores públicos que al mismo 
tiempo ejercen las funciones del secretario de Hacienda y 

Crédito Público en el instante en que se ausenta del despacho, 
lo que resulta contrario al principio de competencia integral 

del órgano del Estado, ya que al dividirse la esfera compe- 
tenciai de aquél habrían a l  mismo tiempo tantos titulares 
en un mismo cargo como probabilidades de hecho puedan 
realizarse. 
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El Tribunal en Pleno hizo hincopié en que el hecho de 

que lo norma reglomentoria utilice el término "suplencia por 
ousencio" ol referirse o lo sustitución del secretorio de Estodo 

en moterio jurisdiccionol, no significo que se reolizo tol susti- 
tución, en virtud de que es el subsecretorio o el oficial mayor 

quien realmente lo suple pues, conforme ol Diccionario de lo 
Reo1 Academio de la Lenguo Espoñolo, suplir significo: "(Del 

lot. supplere) tr. Cumplir o integrar lo que falta en uno coso, 

o remediar lo corencio de ello. 2. Ponerse en el lugar de uno 
para hocer sus veces. 3. Reemplazar, sustituir uno coso por 

otro" (...); en tonto que el procurodor fiscol y dembs servi- 
dores públicos de esa Procuroduría realmente lo  representan, 

pues no pueden haber dos o mós titulares de la Secretorío 
actuando al mismo tiempo. 

Lo anterior se reofirma conforme a lo dispuesto en lo froc- 

ción XV del ortículo 10 del Reglornento Interior de lo Secretorío 

de Haciendo y Crédito Público, al señolor que el procurodor 

fiscol de la Federación tiene, entre otros focultodes, repre- 

sentar o lo mencionodo Secretorío de Estodo en todo close 
de iuicios o procedimientos onte los tribunales de lo Repú- 

blico en que aquélla seo porte, ejercer los derechos, acciones, 
excepciones y defensas de las que seo titulor e interponer 

los recursos que procedon onte los citados tribunoles, en los 

siguientes términos: 

ART~CULO 10. Compete al procurador Fiscal de la Fede- 
ración: (...) XV. Representar el interés de la Federación en 
controversias fiscales; a la  Secretaria y o las autorido- 
des dependientes de lo misma en toda close de iuicios, 
investigaciones o procedimientos onte los tribunales de lo 
República, onte la Comisión Nacional de Derechos Huma- 
nos, y onte otros autaridodes competenles, en que sean 



parte, o cuando sin ser parte, sea requerida su intervención 
por la autoridad que conoce del juicio o procedimiento, o 
tenga interés paro intervenir conforme a sus atribuciones; 
y, en su caso, poner en conocimiento de la Contraloría 
Interna de la Secretarío, los hechos respectivos; ejercitar 
los derechos, acciones, excepciones y defensas de las que 
sean titulares, transigir cuando así convenga a los intereses 
de la Secretaría, e interponer los recursos que procedan 
ante los citados tribunales y autoridades, siempre que dicha 
representación no corresponda o otro unidad administra- 
tiva de la propia Secretaría o al Ministerio Público Federol 
y, en su caso, proporcionarle los elementos que sean nece- 
sorios; (sic) Resolver los recursos administrativos conforme 
a las leyes distintos a las fiscales que se interpongan en 
contra de actos del secretario de Hacienda y Crédito Público 
cuando no corresponda a otra unidod de la Secretaría; o 
incluso en representación del secretorio cuando debo 
resolver el recurso de revisión previsto en lo Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo; y aquellos que se interpon- 
gan en contra de los acuerdos que dicte la Junta Directiva 
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabo- 
jadores al Sewicio del Estado en materia de pensiones civi- 

les, conforme a lo ley de la materia; (...) . 

9. CRITERIO QUE DEBE PREVALECER 

Derivado de todo lo anterior, el Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación consideró que la figura jurídica regu- 

lodo en el artículo 105 del Reglamento Interior de la Secretaría 

de Hacienda y Crédito Pública es la representación, prohi- 

bida para efectos del iuicia de garantías en tkrminos del 

primer pórrafo del artículo 19 de la Ley de Amparo. 

Por tanto, el Máximo Tribunal resolvió que el subprocu- 

rador fiscal federal de Amparos, en ausencia del secretario 
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de Hacienda y Crédito Público, carece de legitimación proce- 
sal activa para promover recurso de revisión, puesto que lo 
hace en representación del titular, lo que estó pfohibido para 

toda autoridad que actúe en el juicio de garantías como respon- 
sable, y no en su suplencia, por más que el artículo 105 del 
Reglamento Inferior de la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público la denomine así. 



111. TESIS DERIVADA DE LA RESOLUCI~N 

C on base en los argumentos expuestos y en el sentida de 
lo resolución, el Plena del Alto Tribunal emitió la tesis 

de jurisprudencia P/J. 8/2003 publicado en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceto, Novena Época, Torno 
XVII, abril de 2003, pógino 5, cuyo texto es el siguiente: 

LEGITIMACI~N PROCESAL DEL PROCURADOR FIS- 
CAL DE LA FEDERACIÓN PARA INTERPONER EL RECURSO 
DE REVISIÓN EN SUSTITUCIÓN DEL SECRETARIO DE 
HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO. CARECE DE ELLA 
CUANDO ÉSTE ACTÚA COMO RESPONSABLE (INTER- 
PRETACI~N DEL ART~CULO 105, PRIMER PÁRRAFO, 
TERCERA PARTE, DEL REGLAMENTO INTERIOR DE LA 
SECRETAR~A DE HACIENDA Y CRÉDITO P~BLICO, 
EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA DEL VEINTITR~S 
DE ENERO DE DOS MIL TRES).-El artículo especificada 
establecía que, en materia de procesos jurisdiccionales 
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federales, los funcionarios que debían suplir indistintamente 

al secretorio de Hacienda y Crédito Público eran: el procu- 

rador fiscal de la Federación, el subprocurador fiscal federal 
de Amparos, el director general de Amparos Contra Leyes 

y el director general de Amparos Contra Actos Administra- 

tivos, o los subsecretarios, o el oficial mayor, en el orden 
indicado en el propio precepto. No obstante, cuando el 

titular de esa secretaría debía intervenir en representación 

del presidente de la República en amparos contra leyes o 
como titular de la dependencia con el carácter de parte en 

el juicio de gorantías en términos del artículo 50., frocción 

II, de la Ley de Amparo, la supuesta "sup!encia por ausen- 
cia" del titular por parte de los funcionarios en los términos 

anteriores constituía materialmente una "rearesentación en 

el juicio", de aquellas que ostenton la mismo naturaleza 
de los prohibidas por el artículo 19 de la ley de la rnate- 

ria; esto, porque evidentemente quienes ejercen de manera 

integra y formal las funciones en ausencia del secretario 

aludido son el subsecretario correspondiente, o en su caso, 

el oficial mayor encargado del despacho; estimar lo contra- 

rio llevaría al extremo de afirmar que, conforme al referido 

sistema de supiencio por ausencia, habría tantos servi- 

dores públicos supliendo al secretario de Hacienda y Crédito 

Público como se requirieron en las diversas materias, en 
virtud del número de ellos precisados por la norma. La repre- 

sentación y no suplencia se corrobora con el texto del 

articulo 10, fraccibn XV, del indicado reglamenta, en el que 

se prevé que el procurador fiscal de lo Federación tiene, 

entre otras facultades, la de representar o dicha secreta- 

ria en toda clase de iuicios o procedimientos ante los 
tribunales de lo República en que aquélla sea parte, ejercer 

los derechos, acciones, excepciones y defensas de las que 

sea titular, e interponer los recursos que procedan ante los 

citados tribunales. Consecuentemente, el procurador fiscal 

de la Federación y sus inferiores jerórquicos carecían, durante 
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la vigencia del artículo 105 referido, de legitimación pro- 

cesal activa para promover el recurso de revisión en el 

juicio de garantías en sustitución del secretario de Hacienda 

y Crédito Público, toda vez que la mencionada "suplencia 

por ausencia" no era en realidad tal, pues no es el nombre 

lo que determina la naturaleza iurídica del concepto, sino 

su esencia y características, las que en la hipótesis exami- 

nada conducen a lo conclusión de que la situación que se 

encontraba prevista en el referido numeral 105 del regla- 

mento señalado constituía, desde un punto de vista iurídico 

material, un verdadero mecanismo de representación del 

secretorio. 



IV. VOTO PARTlCWLAR 

D erivado de la sentencia pronunciado en la contradicción 

planteada, el Ministro Genaro David Góngora Pimentel 

emitió voto particular, por no compartir el criterio manifestado 

por la mayoría del Tribunal en Pleno, por dos razones básicas: 

1) La sentencia no atiende la delegación legislativa que 

se regula tonto en la Ley Orgánica de la Administración Pública 

como en la Ley de Amparo, por lo siguiente: 

La Ley de Amparo permite la suplencia de los representan- 

tes del Eiecutivo Federal y de los titulares de las dependencias 

a su cargo, por parte de los funcionarios que estén facultados 

para tal fin en los reglamentos interiores expedidos conforme 

a la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, de 

conformidad con el tercer párrafo del artículo 19 de la Ley 

de Amparo, que a la letra dice: 
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En estos casos y en los juicios de amparo promovidos 
contra los titulares de las propias dependencias del Eiecu- 
tivo de la Unión, éstos podrán ser suplidos por los funcio- 
narios a quienes otorguen esa atribución los Reglamentos 
interiores que se expidan conforme lo citada Ley Orgánica. 

Por su parte la Ley Orgánica de la Administración Público 

Federal, en su artículo 18, expresa que los reglamentos inte- 

riores serán expedidos por el presidente de la República y éstos 

determinarán la forma en que los servidores públicos podrán 

ser suplidos durante sus ausencias. 

Con lo anterior, considera el señor Ministro, es claro que 

el legislador delegó la regulación de la suplencia por ausen- 

cia al reglamento, tanto en la Ley de Amparo como en la 

Orgánica de la Administración Pública Federal, y la norma 

reglamentaria fue expedida con la libertad que le permite 

la delegación legislativa regulada en esas leyes. 

Por tanto, es incorrecto el que no se respete dicha delega- 

ción, mientras el reglamento respete los límites que la ley le 

marca que son el que la suplencia se ejerza por ausencia y 

que se ejerza de manero temporal. 

2) La segunda razón argumentada por el señor Ministro 

Genaro David Góngora Pimentel es que la sentencio hace 

una incorrecta caracterización de la figura de la suplencia 

por ausencia. 

En su análisis del caso, considera que las características 

mencionados en la resolución para conceptuar la figura de 

la suplencia por ausencia derivado del análisis del artículo 



105 del Reglamento interior de la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público, en relación con el  artículo 19 de la Ley 

de Amparo, son imprecisas en virtud de que ni en dichos 

ordenomientos ni en la Ley Orgánica de la Administroción 

Pública Federal definen los alcances de la suplencia por 

ausencia; por tanto, para determinar si el artículo 105 del 

reglamento interior en estudio regula una suplencia o bien 

una representación, resulta indispensable acudir a la doctrina 

con la finalidad de identificar los elementos esenciales de 

estas figuras jurídicas, conforme al  derecho administrativo. 

Así, después de examinar el tema en la doctrina nacional 

y extranjera, la cual se detalla en su voto particular, encontró 

como características de la suplencia las siguientes: 

a) Tiene como justificación la inexcusable continuidad que 

requiere la actividad de lo Administración Pública. 

b) Es indispensable su regulación legal o reglomentoria, 

c) Tiene como presupuestos normativos la ausencia o el 
impedimento, es decir, la imposibilidad de que la persona 

física titular de un órgano ejerza la competencia de éste. 

d) Es de carácter temporal y condicionado a que cese la 

cuestión que lo motiva. 

e) Opera de pleno derecho, sin necesidad de acuerdo 

previo o de ratificación de los actos realizados por el 
suplente. 

fj No modifica lo competencia del órgano, tanto el titular 
como el suplido ejercen la competencia que corresponde 

al órgano. 



56 LA LFGIIIMACI~N PROCESAL DEL PROCURADOR FISCAL DE LA F E D E R A C ~ ~ N  
EN ECJUICIO DE AMPARO 

g) El suplente no es titular del órgono aunque desempeñe 

sus tareas. 

h) Puede ser desempefioda por dos o mós personas. 

Con los conceptos doctrinarios anteriores, relocionodos 

a lo que establece el artículo 105 del Reglomento lnterior de 

la Secretaría d e  Hacienda y Crédito Público, vigente hasta 

enero de 2003, determinó que éste contiene, en todos sus 

párroios, un verdadero sistema de suplencia por ausencia y 

no  una representación, por las razones siguientes: 

a) Existe una  revisión normativa, pues está regulada en 

el Reglomento Interior de mérito; 

b) Tiene como presupuesto de hecho lo ausencia dei 

secretario; 

c) Es temporal, pues estó condicionada a que cese la 

ausencia del titular; 

dj Opero de pleno derecho; 

e) No modifica la competencia del órgano y, además, 

fJ Aunque puede ser eiercida por varios personas, éstas no 

ejercen la titularidad del corgo, sino que actúan como 

suplentes por ausencia, ramnes por \os que cumple con 

los coracterísficas de la suplencia como figura jurídica. 

Derivado de lo anterior, el señor Ministro Góngora Pimentel 

no comparte e\ criterio mayo~ to r io  en los siguientes aspectos: 



Respecto al criterio mayoritario de que no puede ejercerse 
la competencia total del órgano por más de un funcionario, 

considera que es un sofisma, "...pues precisamente lo suplen- 
cia por ausencia autorizo dicho situación, ya que la ausencia 
no necesariamente significo vaconcio y es muy posible que el 
secretario se encuentre en algún lugar del país, fuera del lugar 
donde se ubique su oficina, o en el extranjero realizando actos 
jurídicos propios de su cargo...", lo cual generaría que al 
darse la suplencia, los actos del titular o del suplente fueran 
declarados nulos, pues sólo tendría que hober un funciona- 
rio encargado del despacho de los asuntos, en ejercicio de 
la competencia del órgano del Estado, lo cual lo considero 
absurdo, puesto que poro llegara esta conclusión, lo mayoría 
no tomó en cuenta la teoría del órgano administrativo y visua- 
lizo a la Secretario como uno especie de reinado o principado. 

En este sentido, oun y cuando lo suplencia por ausencia 
se funda en que la octuoción de la Administración Pública no 
puede detenerse, eso no implico un nuevo nombramiento, 
sino una situación que se actualizo por disposición de ley, con 
caróder temporal hosto que termine el hecho que lo originó, 
por tonto, no se puede afirmar que el sustituto asuma lo titula- 
ridad del órgano como se afirmo en lo sentencia. 

Por otra parie, considero que la representación esta condi- 
cionado sólo a la voluntad del mondonte, y no requiere 
ausencia o impedimento; es por ello que es incorrecto equi- 
parar lo figuro de lo suplencia por ausencia, regulodo en el 
reglamento en estudio con la representación, pues en este 
caso lo suplencia siempre es temporal y condicionada. 

El suplente no deja de realizar las toreos propias de su 

función y, en este sentido, no es incorredo que varios funcio- 
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norios desempeñen la suplencia, tonto poro no entorpecer lo 
morcha de lo Administroción Público como para el coso del 
amporo contra leyes, al requerir éste de un conocimiento 

especiolizodo poro lo formulación de los ogrovios en los 
recursos. 

Conforme a dichos razonamientos, el Ministro emisor del 
voto consideró que debío prevalecer su criterio coincidente 

con el de lo Primero Sola, en donde tonto el procurador fiscal 
de lo Federoción como sus inferiores jerárquicos, cuando 
actúan como suplentes por ousencio tienen plena legitimación 

poro octuor en el juicio de amporo e interponer el recurso 
de revisión, todo vez que el artículo 105 del reglamento referido 
regulo uno suplencia por ausencia y no uno representación. 



V. CONCLUSIONES 

II 

1. La jurisprudencia es una fuente del derecho que surge 

de la interpretación e integración de la ley que realizan deter- 

minados órganos jurisdiccionales al resolver los cosos con- 

cretos que les son planteados y que tienen fuerza obligatoria. 

2. Existen varios sistemas de integración de la jurispru- 

dencia, o saber: por reiteración, por unificación de criterios 

y las emanadas de controversias constitucionales o acciones 

de inconstitucionalidad. 

3. En el caso, en comento, dos criterios se consideraron 

contendientes. La Primera Salo del M6ximo Tribunal, al admitir 

y resolver el fonda del problema de inconstitucionalidad 

planteado en un amparo en revisión, aceptó t6citamente la 

legitimación del recurrente -subprocurador fiscal de Ampa- 

ros-, quien aciuó en sustitución por ausencia del secretario, 
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con fundamento en el artículo 105 del Reglamento lnterior 
de lo Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

4. Por otro lado, la Segunda Salo consideró que el procu- 
rador fiscal de la Federación, así como sus inferiores ierárqui- 
cos, carecen de legitimación procesal activa para promover 
el recurso de revisión en el iuicio de garantías en sustitución 

del secretorio de Hacienda y Crédito Público, toda vez que 
quienes ejercen las funciones en ausencia del secretario 
aludido y están facultodos para suplirlo por ausencia, son el 

subsecretorio correspondiente, o bien el oficial mayor encar- 
gado del despacho, conforme a la última parte del primer párrofo 
del artículo 105 del Reglamento lnterior de la Secretaría de 
Haciendo y Crédito Público. 

5. La mayoría del Tribunal en Pleno, al interpretar el artículo 

105 del Reglamento lnterior de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, vigente hasta su reformo de 23 de enero de 

2003, llegó a la conclusión de que tanto el procurador fiscal 
de la Federación como sus inferiores jerárquicos, carecen de 
legitimación para promover el recurso de revisión en el caso 

de amparo contra leyes, en suplencia del secretario de 
Hocienda y Crédito Público, quien o su vez actúa en represen- 
tación del presidente de la República, pues el reglamento 
establece una representación prohibida para las autoridades 
responsables, de conformidad con el artículo 19 de la Ley de 
Amparo. 

6. En el voto particular se planteó que derivado de un 
análisis doctrinal de la figura administrativa de suplencia por 
ausencia op l i cad~  para la interpretación del artículo 105 del 
Reglamento lnterior de la Secretaría de Hacienda y Cr6dito 



Público, el procurador fiscal de la Federación, como sus infe- 
riores ierárquicos, cuando actúon como suplentes por ausencia 
tienen plena legitimación poro actuar en el juicio de amparo 
e interponer el recurso de revisión, en razón de que el refe- 
rido artículo 105 regula una suplencia por ausencia y no una 
representación. 



VI. COMENTARIO DEL lNSt lTUTO DE 
INVESTIGACIONES JUR~DICAS 

DE LA UNAM 
CONTRADICCI~N DE TESIS. SENTENCIA DEL 
PLENO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

DE LA NACI~FI 6/2003 

1 a controd~ccibn de tests de lur~sprudencla entre las Salas . . 
L d e l  más Alto Tribunal de la República, de la lectura de la 
ejecutoria, como bien se señala en su considerando sepfimo, 
puede ser resumida de la siguiente forma: 

En todos los asuntos, el antecedente común fue que lo 
quejosa promovió amparo indirecto contra una ley fiscal fede- 
ral. Seguido el frbmite correspondiente, en todos tos cosos el 
Juez de Distrito dictó sentencio resolviendo conceder la protec- 
ción federal a la queioso al estimar que la ley fiscal reclamada 
resultó ser inconstitucional. 

En estos procesos, el subprocurador fiscal federal de Ampa- 
ros de la Secretarío de Hacienda y CsrSdito Público interpuso 
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recurso de revisión contra la sentencia del Juez de Distrito, 
argumentando que su intervención obedecía a la ausencia 
del titular de la secretaría quien o su vez es representante del 
presidente de la República, instancia procesal cuyo argumento 
se apoyó en los artículos 19 de la Ley de Amparo, 14 y 18 de 
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, y 105 

del Reglamento Interior de la Secretaria de Hacienda y Crédito 
Público; debe considerase además que, el carácter de pode 
con el cual se hizo valer el medio de defensa fue de autoridad 
responsable. 

El contexto normativo evaluado en su oportunidad por 

las Salas de la Supremo Corte de Jusficia resultó ser el mismo 
ya que, en sus pronunciamientos, ambos órganos jurisdic- 
cionales necesariamente debieron haber tenido presente el 
contenido de los numerales 19 de Ia'Ley de Amparo, 14 y 18 
de la Ley Orgánica de lo Administración Público Federal y, 
principalmente, el artículo 105 del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Hacienda v Crédito Público. 

No obstante que los antecedentes y elementos jurídicos 
a evaluar, resultaban ser iguales, ambas Salas del Atto Tribunal 
concluyeron con posiciones jurídicas discrepantes, destacando, 
además, que mientras la ponderación relativa de la Segunda 
Sala se hizo con razones expresas, la Primera Sala no realizó 
consideración alguna, por lo  que la propia ejecutorio señala 
que su criterio es implícito. 

Así pues, mientras la Primera Sala reconoció tácitamente 
la existencia de una legitimación por parte del subprocurador 
fiscal federal de Amparos de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público para interponer el recurso de revisión en 



ausencia del secretario de Hacienda y Crédito Público, y éste 

a su vez, en representación del presidente de la República, la 

Segunda Sala negó expresamente el derecho de dicho subpro- 

curador para interponer el medio de defensa en cita porque, 

según se asevera, un análisis detenido del artículo 105 del 

Reglamento interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito 

Público (en su texto utilizado para la interposición de tales 

recursos) permite advertir que dicho precepto instituye mate- 

rialmente una forma de representación de las autoridades, y 

no una suplencia por ausencia, en ei entendido de que la repre- 

sentación de las responsables en amparo estó prohibida por 

el numeral 19, primer ~árrafo, de la ley de la materia. 

En efecto, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, al entrar al fondo del recurso de revisión inter- 

puesto por el subprocurador fiscal federal de Amparos, siem- 

pre implícitomente, sostuvo que tratándose de la materia de 

amparo en que deba intervenir el secretario de Hacienda y 

Crédito Público en representación del presidente de la Repú- 

blica, aquel funcionario puede suplir al titular de la secretaría 

en la interposición del recurso de revisión contra una senten- 

cia dictada por un Juez de Distrito en un amparo contra leyes. 

Esto debido a que la decisión de lo Primera Saia de entrar a 

resolver el fondo del recurso debe interpretarse como que dicho 

órgano jurisdiccional aceptó la legitimación del recurrente ya 

que se trata de un presupuesto procesal que se debe estudiar 

de oficio, por lo que siempre debe reputarse examinado, aun 

cuando no existan argumentos expresos en torno al punto. 

Por su parte, la Segunda Sala consideró que tratólndose 

de asuntos en que deba intervenir el secretario de Hacienda 
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y Crédito Público en representación del presidente de la Repú- 

blica, o como titular de la secretorío, la.suplencia por ausencia 

del titular por parte del procurador fiscal de la Federación, el 

subprocurador fiscal federal de Amparos, el director general 

de Amparos contra Leyes y el director general de Amparos 

contra Actos Administrativos o los subsecretorios o el oficial 

mayor, constituye uno verdadera representación en el juicio, 

la cual está prohibida por el articulo 19 de la Ley de Amparo, 

toda vez que quienes ejercen las funciones en ausencia del 

secretario aludido, y -por consiguiente- están facultados 

para suplirlo por ausencia, son el subsecretario correspondien- 

te, o bien, el oficial mayor encargado del despacho. En virtud 

de lo anterior, el procurador fiscal de la Federación, así como 

sus inferiores jerárquicos carecen de legitimación procesal 

activo para promover el recurso de revisión en el juicio de 

garantías en sustitución del secretario de Hacienda y Crédito 

Público. 

De esta forma, la litis o el obieto del proceso de esta 

resolución radica en determinar s i  el reglamento de la Secre- 

taría de Hacienda y crédito Público establece, más allá de 

los nomen iuris utilizados, una suplencia o una representación, 

ya que esta última figura se encuentra prohibida expresamente 

por el artículo 19 de la Ley de Amparo. 

En otras palabras, derivado de la prohibición en la Leyde 

Amparo, sólo se permite la suplencia y no la representación, 

por lo que la Suprema Corte de Justicia de la Nación debió 

entrar al análisis del reglamento para determinar cu61 es su 

naturaleza jurídica. De esta forma, el objeto del proceso 

de esta contradicción de tesis estuvo delimitado a determinar 

s i  el artículo 105 del Reglamento Interior de la Secretaría de 
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Hacienda y Crédito Público preveía2 un sistema de suplencia 

por ausencia, o un sistema de representación del titular de la 

referida dependencia. 

En consecuencia, para realizar un adecuado comentario 
a esta interesante resolución, nos parece necesario, en primer 

término, realizar un recorrido por la doctrina sobre los concep- 

tos procesales utilizados para resolver esta contradicción 

de tesis. Después, en una segunda parte, entraremos a consi- 
derar la ratio de la prohibición, para finalmente considerar 

los efectos de esta contradicción en la legislación y en los 

reglamentos respectivos. 

Debemos iniciar por señalar que el estudio de la legitimación 
reviste un gran interés teórico y práctico, porque se relaciono 

con las posibilidades de estimación de la acción, con el conte- 

nido de la sentencia, en algunos supuestos legales especiales, 

con la admisión de la demanda así como con la formación 

de la relación jurídica procesal. 

Sobre la legitimación no existe uniformidad doctrinal, ni 

en cuanto a su definición, ni en cuanto a su naturaleza, por 
lo que tradicionalmente se distingue dos posiciones entre los' 

autores que han estudiado el tema: en el primero tene- 

mos los que explican la legitimación como la titularidad del 
derecho o relación iurídica sustancial obieto del proceso; en 

Como re reñolorá en epígrofer posteriores este precepto sufrió reformar, incluso poro el 
momento de la resolución el orticvlo 105 vigente yo no coiniidla en rus mirmar términos con 
BI  ertudiado. AI veare epigrofe de los de IO 
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el segundo, los que reclaman una separación entre las dos 
nociones y aceptan que puede existir la primera sin que exista 
la última. 

Al primer grupo pertenecen Calamandrei, Kish y Couture 
(pero éste se separa de aquéllos en que no acepta que la 
legitimación seo condición de la acción y los primeros sí). 

Al segundo pertenecen Carnelutti, Rocco, Rosenberg, 
Chiavenda, Schonke, Redenti, Allorio, Fairén Guillén, De la 
Plaza y, en nuestro país, Briseño Sierra. 

En este segundo grupo, los últimos están de acuerdo en 
casi todos los puntos y los cuatro primeros, sólo en lo más 
fundamental. Chiovenda es el único de este grupo que con- 
sidera la legitimación como condición de la acción. 

Dadas las condiciones del debote doctrinal que se han 
señalado debemos hacer una aclaración que consideramos 
pertinente, la exposición que realizaremos que sintetiza nuestra 
posición al respedo se mantiene dentro de la posición doctrinal 
de Andrés de la Oliva Santos, con las odaptaciones necesorias 
para nuestras circunstancias legales y j~risprudenciales.~ 

Siguiendo la división imperante en la doctrina mexicana, inicia- 
remos por entrar al comentario de la denominada legitimatio 
ad processum. Por un lado debe señalarse que este término 

a Al respecto puede verre De la Oliva Santos, Andrés, Diez P~CQZO, lgnocio y Vegas Torres, 
Joirne, Derecho proceso1 civil. El proceso de decloración, Modrid. Centro de Estudios Ramhn 
Amcer. 2000, obro de io que h y  nuwos edidenes en 2004 y 200b; iombién puede vene 
poro México, De lo Oliva Sonlar, Andrár y Nabrán Nandoyopo, Carlos E, Intmduccibn o1 
deradio piocer~l, Mkico, Universidad Nncionol Aut6norno de México-Porrúa, en prenso. 
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tiene muchas resonancias históricas, de la misma forma que 

el concepto de personerío. 

En este sentido, la legitimación en el proceso por un lado 

incorpora a la capocidadprocesol, o aptitud para actuar váli- 

damente en un juicio, pero incluye también la aptitud de una 

persona para actuar en un juicio en nombre o representación 

de otro. 

Así encontramos la clásica definición por medio de la 

cual, la Iegifomotio ad processum es la aptitud para actuar 

vólidamente en un proceso, en ejercicio de un derecho propio 

o en representación de otro. 

Esta forma de entender a este concepto ha sido acogida, 

tanto por la legislación mexicana -aunque en muchas ocasio- 

nes, utiliza de forma indistinta la expresión personalidad, como 

sinónimo--, como por la propia Supremo Corte de Justicia 

de la N ~ c i ó n . ~  

.. . -- 
% risípecfo puede verse io si~uiente tesir: 
No. Reoistro: 196.956. Mateiio: Común. Noveno Éooco. Seaundo Solo. Tesis de lorispru- ~. 

dencim: 2 o : l ~ .  75/97. 
LEGITIMACI~N PROCESAL ACTIVA. CONCEPTO. Por legifimoiión piocnrai oitivo re eo- 

tiende la potertod lego¡ pro acudir al órgono jurirdiccionol ion lo petición de que se inicie 
lo tramitoiión del juicio o de uno inrtoncia. A esto legitimación re le conoce ion el nombre 
de od aiocesum v ss oroduce cuondo ti dereiho ooe se cuestionad en el juicio es ejercitado 
en el proceso p i r  quien tisns opiaud para hocerio "oler, o ditersncia de lo legitimación od 
couiorn que implico tenei lo muloridod de ese derecho cuestionado cn el juicio. io legitimación 
sn el procero re produce cuando lo acción es ejeicitoda en el juicio por oquei que tiene 
oplitud poro hacer "oler el derecho que re ruertionaró, bien porque re ostente como tiluioi 
de ese dereciio o bien parque cuente con lo iepierentocidn legal de dicho tituiar Lo legiti- 
moci6n odpocesum es requisito poro la procedencia del juicio, mientios que io od cuurom, 
lo as poro que se pronuncie sentencio fouorobie. 

bvisióniiscai 80/83. SegurosAmgriro Bonomex, S.A. 17deoctubrede 1984. Unonimidod 
de cuatro votos. Ausente: Eduardo ~ o m i e  Moniner. Ponente: Corios dei Rio Rodiíguer. ~~~ 

Secretario: Diono Berna1 Ladrón de Guewia. 
Amporo en revisión (reciama~iónJ 1873/84. Froncirco Torcono Cortro 15 de mayo de 

1985. Unonimidod de cualro votor. Ausente: Faurto Moreno Fiares. Ponente: Carlos de Silva 
Novo. Secretario: Jorge Mario Montellono Díor. 
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De igual forma, la doctrina mexicana es mayoritaria en 

este  sentid^.^ 

Sin embargo, dado lo cercano que se encuentra este con- 
cepto del de Representación, resulta necesario realizar un 
deslinde entre ambos conceptos, por lo que en los epígrafes 
que siguen dedicaremos unas líneas al comentario de los 

elementos más importantes de lo representación. 

Para actuar válidamente en el proceso no es suficiente poseer 
la llamada capacidad para ser parte o personalidad procesal. 
Comparecer en un proceso -esto es, acudir a él- y actuar 
procesalmente con validez exige otra aptitud añadida, la capa- 
cidad procesal o capacidad de obrar procesal, atribuible a 

las personas físicas con plena capacidad de obrar y, de ordi- 
nario, o todas las personas jurídicas por el hecho de serlo. 

La representación por medio de profesional que es quien 
actúa realmente en juicio, se establece, por tanto, con inde- 
pendencia de que la parte sea persona física, persona jurídica 

o ente no y al margen de que la parte tenga, o 

~- 
Queje 11/85. Tmoteo Peralto y coogroviodor. 25 de ooviembie de 1985. Unonimidod 

de cuatro vdor Ausente: Manuel Guiiéirez deVeiosco. Ponente: Coilos de Silva Novo. Secre- 
torio: Jorge Maria Montcilono Dioz. 

Amparo so revirihn 6659185. Epiionio Serreno y droi. 22 de enero de 1986. Cinco 
voto=. Ponente: Codos ds  Silvo Navo. Secretorio: Jorge Morio Monteiiono Diol. 

Amparo en revisión 1947197 Nértoi Foustino Luna Juórer. 17 de octubie de 1977. 
Cincovotoi. Ponente: SergioSolvodoiAguiireAngviano. Secietorio:Adelo DaminguezSolozor 

Tesis de juiisprudencio 75/77. Aprobado por lo Segundo Sola de este ABo Tribuna¡, en 
sesión privado del ties de diciembre de mii novecientos noventa y siete, por unonimidod de 
cinco votos de los Ministros Juan  Diaz Romero, Moiiono k u c l o  GOitr6n, Ssiyio Soivodoi 
Ayuirie Anguiono, Guillarmo i. OllizMoyoyoitio y p-idente Genoro Dovid Góngora Pimentel. 

Por todos vbase, Oviiile Fovela, José, Teorlo general del proceso, 6a. ed., MBxico, 
Oxford Univeiriiy Presr, 2005, pp. 271 y 272. 
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no, capacidad procesal, o la tenga incompleta. Las personas 
físicas procesalmente incapaces han de actuar en juicio por 
medio de representantes que suplan su incapacidad y las per- 
sonas jurídicas (aunque no sean incapaces) necesitan, por su 
naturaleza, lo mismo que los entes no personificodos, de una 
persona físico que actúe procesalmente, o la que se denomi- 
na también "representante". Por eso, resulta frecuente que 
entre ser porte proceso! y actuar procesaimente se interpongan 

varios representantes o varias representaciones. 

a) Representación legal 

Las normas sustantivas establecen qué suietos están o no en 
plenitud de derechos civiles (esto es, tienen o no capacidod 

de obrar plena) y qué otros sujetos (padres, tutores, etc.) han de 
representar a los incapaces, es decir, a los que carecen 
de dicha capacidad y, por tanto, de la copacidod procesal. 

A estos representantes y al del nasciturus, que han de 
aduar en vez de las partes mismas por razón de una verdadera 
incapacidad de ellas, consideramos conveniente denomi- 
narles representantes iegafes, pues, como se verá, respecto 
de los restantes "representantes", o no es unánime opinión 

que sean, en rigor, verdaderos representantes o, al menos, 
nadie niego que, de poder consider6rseles como tales, es 
completamente diversa la iustificación de su existencia y 

actuacibn. 

€ 1  representante legal comparece y actúa procesalmente, 
como actor o demandante, porque es él quien interpone la 
demanda a nombre del incapaz o porque es él quien apodera 
(es decir; otorga poder, mandato representativo) a procurador 
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de los tribunales para que comparezca y actúe, si la actuación 

mediante procurador es necesario o si, no siéndole, el repre- 

sentante del incapaz decide voluntariamente valerse de ese 

profesional. 

Ahora bien, es de notar que en el caso de que el represen- 

tante legal apodere a procurador, puede, en teoría y de hecho, 

otorgar el poder de dos formas distintas: a) para que el 

procurador represente al incapaz, y b) para que el procurador 
le represente a él eR su condición de representante legal del 

incapaz. Esta doble posibilidad tiene consecuencias de interés 

a la hora del tratamiento procesal de la representación. 

La comparecencia y actuación del representante legal en 

/a posición de demandado se producirá porque, demandado 

directamente un incapaz, no puede él mismo comparecer ni 

otorgar poder a procurador para que comparezca por él. Será 

el representante legal quien comparecerá en lugar y nombre 

del incapaz o quien otorgará el poder o procurador. En este 

último caso, el poder puede otorgarse también de las dos 

formas antes expuestas, con consecuencias similares para e! 

tratamiento procesal de los presupuestos procesales afectados. 

Pero el representante legal también puede ser llevado al 

proceso en la posición pasiva porque, en lugar de deman- 

darse al incapaz, se demande al que se considera su represen- 

tante legal en tal calidad, es decir, no en nombre propio, sino 

en su condición de representante legal. 

Mbs adelante veremos qué situaciones explican esta adua- 

cián del demandante, esto es, que en lugar de demandar 
directamente al incapaz a quien se estima pasivamente legiti- 



modo, despreocupándose de cómo comparezca y actúe, que 
no es asunto del actor, se demonde o la persona del repre- 
sentante, atribuyéndole tal calidad o en tal concepto. 

b) Representación necesaria 

Estimamos adecuodo la denominación "representación nece- 
saria" para hacer referencia a la cualidad o condición de las 
personas físicos que actúan procesalmente en nombre de 
las personas moroles o de las entidades a las que, pese a no 
estar personificadas, se les permite ser partes procesales, seo 
con carácter general, seo relativamente. 

En efecto, estas personas físicas representan, en lo ter- 
minología legal, a las personas morales, a causa, no de la 
incapacidad procesal de éstas, sino, como ya dijimos, por 

la necesidad de soporte físico o material que un ente inmoteriol 
no puede dejar de tener para realizar actuaciones materio- 
les, lo mismo extroprocesales que procesales. Necesidad que 
es predicable también de cualesquiero entidades humanas 
distintas de las personas físicas, aunque esas entidades no 
alcancen la categoría de personas jurídicas. Así, los represen- 
tantes de las entidades sin personalidad pero a las que se 
atribuya legalmente la capocidod paro ser parte o los repre- 
sentantes de hecho en las casos de los grupos de consu- 
midores o usuarios o de las entidades no personificadas. 

Algunos autores (p.ej.: Guasp y Prieto-Castro) entienden, 

por diversas razones, que respecto de las personos jurídicas 
no debería hablarse de representantes, sino de órganos. Así, 
además de diferenciar a los llamados "representantes" de 
aquéllos de los representantes de las genuinos incapaces, 
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se reconocería y respetaría mejor la realidad y naturaleza de 
la persona moral, expresando más claramente la inexistencia, 
en puridad de conceptos de una dualidad de sujetos (repre- 
sentante y representado) en los casos de actuación de los 
personas jurídicas o, al menos, la inexistencia de una dualidad 
subjetiva tan clara como la existente cuando por un incapaz 
comparece y actúa su representante. 

El representante necesario (o la persona física que es 
elemento personal del órgano) comparece y actúo en el pro- 
ceso, en posición de demandante, cuando él mismo demanda 
en nombre de la persona jurídica o, en su caso, de entidad no 
personificada. Comparece y actúa en la posición pasivo, 
en cambio, bien cuando es demandada directamente la per- 
sona jurídica o entidad y para comparecer y actuar necesita 

de aquel representante, que se ocupa de ello (esto es lo mós 
frecuente y normal), bien cuando se demanda directamente 
al representante en cuanto tal. 

Mas, 2por qué demandar a una persona física en cuanto 
representante de una jurídica o de una entidad personificada, 
en vez de demandar a la persona jurídica o a la entidad? (y el 
mismo interrogante vale para los representantes legales). 
Si se menciona la cualidad de representante ha de ser porque 
se pretende la tutela jurídico frente al sujeto o ente represen- 
tado; entonces ipor  qué no demandarle a él directamente? 
O tpor qué presentarse el representante legal o necesario, en 
cuanto tal, en la posición activa, en vez de que el incapaz o la 
persona jurídica o entidad no personificado aparezcan direda- 

mente como demandantes, representado por procurador? 
La explicación está, ordinariomente, en que en el negocio 
jurídico respecto del cual se litiga, actuó la persona física del 
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representante en su condición de tal, condición que la parte 
contraria reconoció o no discutió, lo que elimina problemas 
procesales, al aplicarse la doctrina de los actos propios. 

En otras ocasiones, se demanda a una persona física en 
nombre propio y en calidad de "representante". Esto se debe, 
por lo genkral, a no conocer exactamente el demandante 
quién está pasivamente legitimado, quién ha resultado res- 
ponsable por el negocio que alguien realizó atribuyéndose 
una representación. 

a) Nociones generales: la legifimoción directa o propia 

La legitimación ad causam, con ser una aptitud o cualidad 
predicable de las paries en un proceso-en lo que se asemeja 
a la capocidad para ser parte y a la capacidad procesal- 
no constituye, como éstas, un presupuesto del derecho al 
proceso, es decir, del derecho a una sentencia sobre el fondo, 
sino un presupuesto de la acción, esto es, uno de los elemen- 
tos necesarios para tener derecho a una tutela iuricdiccional 
concreta. Por eso, mientras las capacidades -tanto la capaci- 
dad procesal como la capacidad para ser parte--son aptitudes 
ordinariamente generales, inherentes al suieto de que se trate, 
aptitudes que se tienen o de las que se carece con independen- 
cia de procesos concretos y de los concretos obietos de esos 
procesos, la legitimación es una cualidad o condición de las 
partes en relacibn con concretos procesos o, lo que es igual, 
con los concretos objetos de unos procesos. 

Para determinar s i  se tiene o no legitimación -activo 
o pasiva: el demandante ha de tenerla octiva; el demandado, 
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pasiva- es imprescindible atender o la tutela jurisdiccional 
concreta que se  retend de, o dicho en otras palabras, la legiti- 
mación tiene como origen la acción que se ejerza en el proce- 

so concreto. 

Antes de continuar, debe señalarse que lo que hasta este 
punto se está desarrollando se refiere a la legitimación od 
cousam, dejando o un lodo la legitimación od procesum, que 
la propia Suprema Corte de Justicia de la Nación ha deter- 
minado que se refiere a la representación. 

Así pues, se entiende hoy por legitimación la cualidad de 
un sujeto jurídico consistente en hallarse, dentro de una situa- 
ción jurídica determinada, en lo posición que fundamenta, 
según el derecho, el reconocimiento iustamente a su favor 
de uno pretensión que ejercita (legitimación activa) o a la 
exigencia, precisamente respecto de él, el contenido de uno 
pretensión (legitimación pasiva). 

Dicho en términos que coincidan con la teoría de la occión 
en sentido concreto: la legitimación se tiene, diríamos enton- 
ces, cuando un sujeto se encuentra en la posición que funda- 
menta la titularidad de la occión (legitimación activa) o la 
exigencia, justo frente a él, de la concreta tutela jurisdiccional 
correspondiente o la occión de que se trate (legitimación 
pasiva). 

Ahora bien, el que un sujeto se encuentre en la posición 
jurídica que fundamenta que precisamente él obtenga una 
concreto tutela jurisdiccional (legitimación activa), suele con- 
sistiren ser titular de un derecho subjetivo privado que fundamen- 
ta una acción o una pretensión. De igual forma encontrarse 
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en la posición que justifica padecer la concesión de una tutela 
jurisdiccional concreta (jurisdiccional pasiva), frecuentemente 
significa ser titular de un deber u obligación. Legitimación 

activa, en el caso de que, p.ej; se pida, en virtud de cierto 
negocio jurídico, la condena a pagar una cantidad de dine- 
ro, le corresponde al titular del derecho de crédito. Pasivamente 

legitimado esth el obligado o deudor. 

La legitimación es presupuesto de la acción porque tanto 
si el demandante carece de la activa, como si el demandado 
no tiene la pasiva, deberá recaer una sentencia absolutoria 

(es decir, denegatoria de la acción), aunque, por el negocio 
del eiemplo, el demandado deba esa cantidad (pero no al 
actor) o aunque el demandante, también por ese negocio, se 

le deba esa cantidad (pero el deudor no sea el demandado). 

Por lo dicho, se comprender6 que la legitimación se haya 

considerado como "lo atribución subietiva del derecho y la 
obligación deducidos en juicio" o, en palabras de Gómez 
Orbaneia, el "trasunto procesal de la titularidad". Mas sobre 
ser discutible que en rigor se deduzcan en iuicio los mismos 
derechos y obligaciones existentes en el trófico jurídico, pues 

10 que se ejercita en el proceso son acciones y, en su caso, 
por los demandados, excepciones que pueden constituir con- 
traderechos respecto de las acciones, son frecuentes los 

procesos concretos en que resulta imposible predicar del actor 
la titularidad de un derecho subjetivo privado (así, en una 
demanda de incapacitación o de separación conyugal) o en 
los casos en que, para la legitimación pasiva, no basta con ser 
sujeta de un deber u obligación: por ejemplo, en una acción 

meramente declarativa de dominio, no estbn pasivamente 
legitimados todos los obligados a respetar el dominio, en 
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tanto derecho absoluto, ergo omnes ("frente a todos": en rigor, 
frente a una pluralidad indeterminada de suietos iurídicos). 

En la demando de incapacitación o de separación conyu- 
gal, el actor no será titular de ningún derecho privado, porque 
no lo hay, pues a esas otras acciones constitutivas no subyacen 
ningunos derechos subjetivos privados sino sólo situaciones 
jurídicas concretas. Y en la acción meramente declarativa de 
dominio, lo legitimación pasiva no se identifica con la condi- 
ción de "obligado", sino que debe tratarse de un "obligado" que 
amenoza, que inquieta o perturbo el eiercicio de las facuitades 
dominicales. Se apreciará, en consecuencia, la moyor exacti- 
tud y omnicomprensión que represento definir la legitimación 

como cualidad de un suieto dentro de una situación iurídica, 
También se refuerzon las ventajas de nuestra formulación si 
se considera la legitimación activa (tenedor o poseedor, por 

cualquier concepto) y pasiva (perturbador o despoiante) en 
las acciones de protección de la posesión, loto sensu. 

La legitimación permite explicar distintos fenómenos jurídi- 
cos que atañen al proceso y al derecho en general. Nos referimos 
seguidamente a los que consideramos los más importantes 
de estos fenómenos. 

En primer término, conviene manifestar expresamente algo 
quizá sólo intuido, a saber: que de ordinario, el derecho no 
permite litigar con éxito en virtud o con fundamento en unos 
derechos, sino Únicamente a los titulares de esos dere- 
chos. No pueda demandar (con éxito: porque "poder", puedo) 
al deudor de un pariente mío para que se le condene, no yo 
a pagarme a mí (la negación de la acción presenta en tal 
caso una justificación evidente), sino a pagarle a mi pariente. 



Litigar en virtud del derecho de crédito de mi pariente sólo 
él, en principio, puede hacerlo (sólo él está legitimado). Por 
la misma razón, no puedo pedir con éxito a un órgano jurisdic- 
cional que condene al vendedor X a entregar la cosa vendida 
2, por mucho que efectivamenteX haya vendido la cosa 2, excep- 
to si yo la he comprado ... y si pido que se condene a X a 
entregbrmela a mí. 

La tutela jurisdiccional existe y debe ser otorgada única- 
mente s i  obtenerla le corresponde a quien la solicita y, por 

supuesto, si procede otorgarla frente al concreto sujeto de- 
mandado: el deudor, el vendedor, Esto es: no hay acción sin 

una precisa legitimación pasiva y activa. Y la legitimación 
activa significa -utilizando una distinción puramente Iógica- 
que no basta que exista un derecho, sino que se preciso que, 
existiendo, le corresponda o se le pueda atribuir justamente a 
la persona que lo esgrime o hace valer en el proceso. 

Del mismo modo, cuando la tutela jurisdiccional se pre- 

tende respecto de un determinado suieto (y esta designación 
O determinación pasiva sirve para identificar y distinguir lo 
occión afirmada, porque no hay acciones sin sujeta titular y 

sin sujeto pasivo concretos), no imporia sólo que esté fundoda 
la exigencia de la prestación que la concesión de la tutela 

comportaría (entregar una cantidad de dinero, no hacer algo, 
entregar un determinado bien, etc.), sino que es preciso, ade- 

más, que el demandado o demandados sean justamente los 
sujetos a los que debe afectar aquella concesión, por ser 
los suietos obligados o titulares del deber de realizar la onte- 
dicha prestación o, por mejor decir, su equivalente. 

Aunque nos hayamas expresado en las líneas anteriores 
partiendo de que yo existe un proceso (al haber alguien que 
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esgrime o hace valer un derecho en iuicio o olguien es deman- 
dado), yo se entiende que esas consideraciones valen también 

antes del inicio del proceso y con frecuencia eso es lo necesa- 
rio, porque, para plonteor con acierto un proceso futuro, se 
indaga quiénes han de demandar y a quién o a quiénes. 

La legitimación ratifica, pues, la máxima de que los dere- 
chos subietivos privados y las acciones, ni existen sin sujetos 
titulares e insistimos tampoco sin sujetos pasivos, ni se pueden 
hacer valer, de ordinario, si no es por aquéllos y frente a éstos. 

Como se ha apuntado, hay casos en que la legitimación 
se atribuye no ai titular de un derecho subietivo privado, por- 
que no existe tal derecho (o de hoberlo, sería de muy polémico 
configuración), sino o quienes se encuentren en una determi- 
noda situación, que, innegablemente, genero en ellos un 

interés legítimo en obtener tutela iurisdiccional. Así, p.ej., los 

cónyuges, en los procesos matrimonioles, los hijos paro la de- 
terminación de la filiación, ciertos parientes para la occión 
de incapacitación y para lo acción de reintegración de la 
copacidod. Aquí no se legitima por derechos aienos, sino 
que no hay derechos subjetivos privados. Pero la acción se 

atribuye directamente. Son casos de legitimación normal o 
directa y no deben encuadrarse en los fenómenos de legiti- 
mación indirecto o por representación o por sustitución. 

b) Legitimación indirecta: concepto y ctases 

Excepcionalmente, en casos expreso y limitativamente esta- 
blecidos por las normas iurídicas, se concede el derecho a 

obtener concretas tutelas iurisdiccionales, esto es, se conceden 
acciones a sujetos que no con titulares del derecho subietivo 



privado que, ciertamente, fundamenta la concesión de aque- 
llas tutelas. Se conoce el conjunto de estos fenómenos con la 
denominación de legitimación indirecta, a diferencia de los 
casos en que la acción se concede al titular del derecho fun- 
dante de ella, que reciben el nombre de legitimación propia 
o directa. 

El fundamento de los casos de la llamada legitimación 
indirecta es, contra lo pretendido por no pocos autores, difícil- 
mente reductible a un par de causas; a un par de explicaciones 
generales. De hecho advertimos dos tipos de legitimación 
indirecta. De un lado la de quienes son parte en juicio para 

pretender una tutela cuyo fundamento es un derecho ajeno y 
actúan, sin embargo, en interés propio, es decir, pretenden 
la tutela para sí mismos. Por otro, los que son parte en juicio 
en su propio nombre, aunque sobre la base de una titularidad 

ajena, pero no pretenden para sí la tutela que piden. Al pri- 
mero de los grupos pertenecen los casos que han dado en 
denominarse de legitimación por sustitución. En el segundo 
grupo han de situarse fenómenos más modernos, que podría- 
mos llamar de legitimación representativa. 

c)  Legitimación por sustitución 

Al legitimado por sustitución se le denomina sustituto. Y se 
dice que como el sustituto, al igual que el representante, actúa 
en el proceso en virtud de un derecho que no es suyo (esto 
no es del todo exacto porque el derecho subietivo privado 
puede no ser suyo, pero la acción sí lo es), la diferencia con 
el representante estriba en que éste actúa en nombre e interés 

ajeno y por un derecho ajeno, mientras que el sustituto actúa 
en nombre e interés propio. A esta diferencia cabrío añadir 
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otra capital: que el sustituto es la verdadera parte del procesa, 
mientras que cuando hoy un representante la parte es el 

rearesentado. 

La legitimoción por sustitución obedece siempre a enca- 
denamientos de relaciones intersubietivas, no siendo digna de 
consideración iurídica sólo lo trabazón de dos eslabones, sino 
mereciendo esa consideración también los vínculos entre un 
sujeto y otro sujeto y el derecho o cosa de éstos, en relación 
a su vez con un tercero. Así se explico lo acción subrogatoria, 
en virtud de la cual, en cierta situación -la de "haber perse- 
guido los bienes de que esté en posesión el deudor paro realizar 
cuanto se le debe" y esto, infructuosamente- un acreedor 
puede demandar al deudor de su deudor, ejercitando el cré- 
dito de éste. 

Se ha dicho, en efecto, que una de las principales causas 
de la sustitución es la privoción del poder de disposición de un 
sujeto jurídico, que es sustituido por otro (el sustituto o legiti- 
mado por sustitución). Los cosos de los administradores de 
lo quiebro y del concurso de ocreedores estarían, en vista 

de lo privación del poder de disposición del concursado o que- 
brado sobre sus bienes, entre los más típicos ejemplos de 
sustitución. Pero si bien se mira, siendo cierto que dichos 
administradores no representan al concursado o al quebrado, 
es innegable, a nuestro juicio, que no actúan en interés propio. 

Actúan más bien, en interés de la masa de bienes y en su 
institucional cualidad o condición de administradores. Los 
derechos que ejercitan no son suyos y cabe, como se ha dicho, 
negar su carácterde representantes del titular de los derechos. 
Por lo que consideramos que seria más acertado conferirles 

la cualidad de órganos institucionoles de las entidades sui generis 
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que son esos patrimonios autónomos o masas de bienes. Más 

aún, los acciones que los administradores ofirman o ejercitan 
en un proceso no son más bien de lo propia masa que de esas 

físicas. 

Desde el punto de vista sistemático, lo legitimación por 

sustitución puede entenderse de la siguiente forma: entende- 

mos que es sustituto o legitimado por sustitución todo suieto 

que actúa por derechos ajenos y no es claramente represen- 

tante (porque él es lo parte); sin embargo, dado que este 

concepto resulta demasiado ornplio, debe incluir la nota de 

actuación no sólo en nombre propio, sino también en interés 

propio del así legitimado o sustifuto. 

Portiendo de que la mayor parte del debate sobre el conte- 

nido de la legitimación se hace en referencia al proceso civil, 

las construcciones doctrinales pueden trasladarse una vez 

realizadas las necesarias matizaciones, al ámbito de los otros 

procesos (aunque este concepto rara vez se utiliza en el ómbito 

penal). La aplicación de este concepto de legitimación por 

sustitución al ámbito administrativo, como es el caso de la 

contradicción 6/2003, ~ u e d e  ser realizada, siempre y cuando 

tomemos en cuenta que hablarnos de sujetos que eiercen los 

facultades a nombre de personas morales de derecho público, 

por lo que el aspecto del interés propio tendrá que ser referido 

a sus obligaciones laborales necesariamente. 

d) Legitimación representativa 

NO se propone este concepto caprichosamente, puesto que 

puede sonar o confusión con lo idea de la representación, sino 
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porque no es posible ignorar lo existencia de suietos procesa- 

les que pretenden tutelas jurisdiccionales basadas en derechos 

aienos y, además, con gran frecuencia, en interés de los titula- 

res de esos derechos. Pero esos sujetos procesales son las 

partes y adúan en nombre propio: no son, portanto, represen- 

tantes, en sentido técnico iurídico y en el plano procesal. Cum- 

plen, pues, con la característica principal de lo legitimación 

indirecto, pero se diferencian de los suietos procesales que 

actúan en nombre propio y en interés propio, aunque por 
derechos ajenos. 

Nos referimos a los casos de la defensa de los derechos e 

intereses de los consumidores y usuarios. Con independencia 

de que la protección que estas normas dispensan o consu- 
midores y usuarios merezca un juicio más o menos positivo, 

desde distintos puntos de vista, lo que ahora hemos de 

considerar es el caso de que esas asociaciones -o los gru- 

pos- actúen, como se dice, en defensa de los derechos e 
intereses de sus miembros. Entonces, o nuestro entender, 

su legitimación es indirecta. Pero la asociación O el grupo no 

actúa en interés propio, sino en interés de esos "afectados". 

Hay, pues, legitimación indirecta, expresamente establecida 

por la ley, pero no se trata de un caso de legitimación por 

sustitución si, como es razonable, mantenemos este concepto 
para designar la posición de quienes actúen por derechos 

ajenos, pero en nombre y en interés propio. Y le conviene la 

denominación "legitimación representativa" porque, aunque 

la asociación o el grupo no sea en absoluto, técnicamente 

un representante -ni material ni procesal- de los consumi- 

dores y usuarios, parece poco dudoso que lo ley permita el 

eiercicio de derechos aienos en razón de uno cierta represen- 
tación social. 
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e)  Recapitulando 

Sea directa o indirecta, con las distinciones y precisiones que 
se quieran, resulta innegable que la legitimación siempre 
constituye un presupuesto de lo acción o, desde otro punto 

de vista, un presupuesto de la estimación de lo demanda, y 

no de la validez del proceso o de los actos procesales, como 
lo son, en cambio, la capacidad para ser parte y la capacidad 
procesal. 

Como sólo en la sentencia sobre el fondo, al término del 
proceso civil (ésa es, justamente, la finalidad del proceso civil 

declarativo), la occión se reconoce existente o inexistente y 
se estima o desestima la demanda, parece en principio inexo- 
roble concluir que in limine Irfis, al comienzo del proceso, nada 
cabe indagorsobre la legitimoción y no es posible establecer 
si se tiene o no. Por tanto, mientras que la existencia de lo 

capacidod para ser porte y de la capacidad   roce sal, así como 
la legalidad y suficiencio de lo representación, es decir, la 
Iegitimoción procesoi, que se puede y hasta se deben compro- 

bar, de oficio Y/O a instoncia de parte, al inicio del proceso, 
puede decirse que la legitimación ni se ~ u e d e  ni se debe vigilar 
en tal momento. 

La existencia de los presupuestos del proceso o del dere- 
cho a l  proceso (como son las capacidades dichas y la represen- 
tación, que veremos en el parhgrafo siguiente), a los que tan 

común como erróneamente se llamo junto a otras materias 
cuestiones de forma, puede y debe tratarse al comienzo del 
proceso, porque de ellas depende la validez de éste, O al 

menos su eficacia, esto es, la obtención de una sentencia 
cualquiera sobre el fondo. Pero la legitimación, que constituye 
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un presupuesto de la acción, no es un tema de forma, sino 

de fondo y, de ordinario, los temas o cuestiones de este tipo 

no pueden dilucidarse al principio del proceso, sino al final, 
único momento lógico para que, según todas las olegociones 

y !os pruebas producidos en el proceso, se determine si se 

deniega o se concede y, en su caso, en qué medido, la con- 
creta tutela jurisdiccional pretendida. 

Los temas de forma condicionon el que se dicte una sen- 

tencio sobre el fondo. 

Los temas de fondo condicionon el concreto contenido 

de tal tipo de sentencia. 

Si folton presupuestos forrnoles no se dida sentencia sobre 

el fondo. Si faltan presupuestos de lo acción (como la legitimo- 

ción), se dicta sentencia de fondo denegando !a tutela juris- 

diccional solicitado. 

La regla consistente en remitir al final del proceso cuanto 

se refiere a determinar lo legitimación (si el demandante es 

titular del derecho es, procesalmente, tanto como si existe dere- 

cho y si el demandado es suieto de un debet, obligación o 

responsabilidad también afecto a la existencia del derecho 

o la concreta tutela jurisdiccional que se pretende obtener), 

no presenta excepciones propiamente dichos, pero si exige, en 

cambio, algunos matizaciones y ciertas consideraciones. 

En efecto, en ningún caso se exige que en el comienzo 

de un procesa civil quede definitivamente fiiado la legitimo- 

ción que, por tanto, siempre es en la sentencia final donde 

se afirma o se niega categóricamente. Sin embargo, hay ciertos 
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casos en los que se exige uno actividad de parte in iimine 

litis, encominada a presentar la legitimación como probable. 

Cabe apreciar lo exigencia in limine litis de elementos que 

permitan fundar un juicio de probabilidad de la legitimación 

en íos normas que exigen, para lo admisibilidad de la deman- 

da (no como carga para un debate procesal correcto), la 

aportación o la presentación inicial de documentos de cuyo 

examen se desprenda, no lo prueba plena del derecho, pero 

s i  un fumus boni iuris, esto es, una probabilidad de que exista el 

derecho a la tutela afirmado, una semi plena probotio. 

Finalmente, en el caso de la sentencia 6/2003, cuyo 

comentario nos ocupa debe señalarse que la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, entró al estudio del asunto para deter- 

minar s i  existía una representación o una iegitimoción por 

sustitución, es decir, no se trotaba de definir si existía lo suplen- 

cio por ausencia, ya que éste es un concepto de derecho 

administr~tivo no aplicable al ámbito del omparo. 

SEGUNDA PARTE: RATIO IURlS DE LA 
PROHIBIC~~N DE LA REPRESENTACION 

Como se señaloró en las conclusiones, en nuestra opinión, 

la resolución de la Corte aplica con acierto conceptos jurídicos 

de naturaleza procesal, en otras palabras, utiliza con acierto 

los conceptos de legitimación procesal, representación y legiti- 

mación por sustitución; de la forma que corresponde al uso 

generalizado por la iurisprudencia y la doctrina en materia 

de teoría general del proceso, de la forma en que iradicional- 

mente se han utilizado en nuestra país -con los matices res- 

pecto de derecho comparado que ya han sido comentados-. 
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Así pues, la legitimación procesal, tal como se ha consi- 
derado en México, equivale a las reglas de representación o 

como también se le ha denominado, personería. Dado que 

existe una prohibición expresa de la representación, el único 

con legitimación procesal es el titular del órgano que resulta 

ser la autoridad responsable, o en su caso, su sustituto, que 

tendría legitimoción por sustitución. 

La cuestión entonces para enriquecer el análisis que nos 

ocupa radica en la prohibición de la representación de la 

autoridad responsable en materia de amparo. En efecto, 

si alcanzamos a explicarnos a qué se debe tan taiante y clara 

prohibición puede entonces opinarse sobre ia vigencia de la 

finalidad del precepto legal y la utilidad de una interpretación 

iurisdiccional diferente o de una reforma legal. 

De esto forma, debe señalarse que la prohibición actual 

de la representación, que se encuentra en el artículo 19 de 

la Ley de Amparo vigente, fue incluida en el texto original 

de este artículo6 sin que la exposición de motivos de la ley 

diga nada al respecto. Esto se debe al hecho de que esta 

era ya conocida, por lo que su introducción en el 

texto legal no implicaba cambio alguno, pues al no ser nin- 

guna innovación de ia ley, el legislador no consideró necesario 

hacer aclaración o comentario al respecto. 

Esta situación nos obliga a buscar en la regulación previa 

del amparo la explicación que buscamos, por lo que es conve- 

dAificulo 19. Las outondoder iesponrabler no pueden ser represrntodos en el juicio de 
ompato, paro s i  por medio de simple ofido, ocreditai delegodos en los oudien- 
iios poia el solo efecto de que riodon pruebes, oleguan y hagan promociones en los mismos 
audiencias. 
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niente repasar la evolución legal de la situación de la auto- 
ridad responsable en el iuicio de amparo. 

En este orden de ideas partiremos de la llamada Ley 
Vallarta, es decir la Ley de Amparo de 1882, cuyo proyecto 
fue elaborada por este ilustre iurista y que recogía la jurispru- 
dencia y la práctica del omparo del periodo de 1869 hasta 
lo elaboración de esta norma.' Esta ley no reconocía la cuali- 
dad de parte en el juicio de omparo para la autoridod, reservan- 
do ésta para el promotor fiscal, pero permitía que la autoridad 
presentara pruebas y  alegato^.^ 

La regulación del amporo posteriormente fue incluida 
dentro de los Códigos de Procedimientos Civiles, con lo que 
se da una idea aproximada de los consideraciones sobre la 
naturaleza del amparo que imperaban en esa época. De esta 
forma, la siguiente norma que reguló el juicio de amparo fue 
el Código de 1897. Este ordenamiento regulaba a las partes 
del amparo en su artículo 7539 sin que modificara sustanciol- 
mente la situación de la Ley Vollarta. 

.- 
Poro entender lo evolución del juicio de amparo puede verse, par todos, Fix-Zomudio, 

Héctoi, Ensayos sobre iuicio de ompoio, 3a. d., Mhico, Ponúa. 2003. Conrúllere en 
erpecio! el eosoyo 'Lo Supierna Cone de J~sficio de la Nación y el juicio de ampao'. 

'Articulo 27. Resuelto si punto rohiesuspennión del octo reciomodo, 6 desde antes. si el 
aao i  no lo hubiera pmmovido, juez pedirá informe con jviiiiicoción, por el término de tres 

diar. á lo auioridod que inmediosmente eiecu+s ó +roturé de ejecutor el aifo reclamodo. 
sobre el ocursa del ocio,, que le le posará en copio. Eso outoridod no es pode en estos iecuc 
ros; pero se le recibiráo los proebos y oiego:oi que dentro de los tQrminar ieipecfivoi quiero 
pierenloi paca justifiiicoi piocedimjen:oa. Aquéi iÉrmino re ampfioiii par un dio m&, por 
codo diez leguas de comino de ido y <"onda lo autoridod y el juez no residan en el 
misma lugar 

Ariiculo 28. Recibido informe de lo auioridod, ae pororán los autos por tiea dios o! 

promotor fiscal para que pido lo que correrponda conforme 6 derecho. Esfe empleodo será 
Sientpre parie en los juicios de ampom. 

Los cunivos ron nuestros 
' A~lcu lo  753. En los iuicios da amooro satán conpideiodos como pode si agioviodo y el 

Promotor Fiicol. 
Lo ouioiidod responnobis p d r i i  rsndirpruebor y produ~lroie~otos en el juicio de omparo, 

dentro de lor terminos re3pedivos. 
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El cambio importante fueron las nuevas reglas estable- 
cidas en el código de 1908 yo que reconoce a la autoridad 

responsable la calidad de partelo lo que significó un cambio 

importante en lo consideración de las portes en el amparo, 

lo que fue puesto de manifiesto por el legislador en su exposi- 

ción de motivos." 

'"Articulo 670. En los juicios de omporo ser6n considerados coino partes el agioviodo, 
lo autoridad responroble y el ogenie del Minirfeiia Público. 

Aniculo 671. Es outoridad reiponrable lo que ejecuta o i i a t ~  de ejecutore! acto ieclornado; 
pero ri éste consistieie en una ieiolvcibn iudirial o odrninidiativo, se tendr6 fornbién como 
kesponsobie ú lo oubridod que lo hoyo dGtodo. 

" La pone relotiva de io exposición de motivos reñolabo: 
"Un concepto de prevención, agresivo o1 principio de auiandod, y olgún tonto demogúgico, 

ho pretendido ~ l ~ j o r  del juicio da arnpoio, y aún criruiis cornpletomente los puertos o l a  
iiutoridod contro quien se intento, io mismo que o los tcrceios peiiudicodos; pero un erpiiitu 
m63 liberal, codo ver que re modifico lo ley, introduce nisevos medios al olinnce de esos 
outoiidod poro que explique y deiiendo lo legoiidod de rus ador. y los poneiombién en monos 
del tercero poro que resguoide rus derechos. En el código anterior nos encontramos o esto 
rasredo varios dirooriciones ave antes no sxieíao: ln outoridad wede rendir pruebas y oroducir 

. . 
sin embargo, !n le; no habia entrodo de lleno o lo y tiempo de proponer~o 

en el sentido que fuere m6s conrtitucionol, más juridiio y que estuviese mejor de ocuerdo 
con lo equidod. 

Los n%lícuios 101 y 102 de lo Condituuón Federol definen y ~ r tob ie ien  lo noluroiexo del 
omporo, o1 expresar que es uno c~ntiovenio o ¡vicio contencioB0 promovido por el ogioviodo 
en coda coso por ,medio de procedimientos y formas de orden iuiidico que  lo ley determine. 

Un iuiciotoi no puede concebirse sin ciertos elementos conditutivos, que son: cono contro- 
veiiidn, juez, ocio y reo. 

Eror eiemenios re encontraben desde luego e n  el oinparo, con excepción del reo o sea de 
lo porbdemondoda, sin explicación posible, o no ser la de uno prevención contra lo outoridod. 

existir, precisomente poiqus yo no hoy porte que sudilnta ia contención. 1; cual no &cede en 
el amporo. 

Siendo lógico e indispensable que, doda lo noiuralero jurídico del omporo, hoya poile 
demondoda, se impone lo necesidad deimprimir, como ar noturol, este cor6dero lo autoridad 
ejecutara; porque ello es quian do motivo o lo quejo y contm quian re pida que deje i i o  
eiecto el odo reclamado; ello es lo cousonte de eje acto y éste lo materio dsl juicio. 



La ley de 191 912 mantuvo sin mayores cambios la redac- 
ción del Código de 1908, lo que abrió la puerta a lo inter- 
pretación de la norma, lo que llevó a que la propia Suprema 
Corte de Justicia de la Nación estableciera en una ternpra- 

Podrlo objetame que uno outondod, con su coráciei de lol. no pueda ser porie en un 
luicio; y que si sus actos pueden dar motivo o quejor y i ecu~or ,  da esto no se infiere que 
en esos recursos y quejar, tengo el pope! de porte; porque en éstos tieneel deber de informar 
y iustlficorre; en aquéllos. el de someterse, por ru calidad oficioi, o lo. conrecuencios del 
recurso, según lo indaie de éste. 

Todo seria muy cierto tiotúndose de simiilar aueior Y de simoler recursos; pero ese rozo- 

. , 
eres O*~CUIOI exist~n, no ~ o d s m o ~ d ~ r e n t e n d ~ r n o r  de que el ompam sr un verdadero juicio 
confencioso, al quo no er posible dar procedimientoi y fomar que no seon del orden iurí- 
dice como lo dice el mismo texio onitiiucionol. Arl es que, por m61 queae poipe lo prevención 
4UB hoy de alejar dsl juicio lo más que sea posible o lo ouioridod ejecutoio, tendencia muy 
"iplicoble en los que recurren a l  omporo poro apartar de él esto elemento de oporirión, no 
puede menos que declororre que o dicha outoiidad r e  iedcbs ieconoceide un modo fionco, 
lógico y sinraro en su carácterr si bien o los ieslncnonei. que pporeceo jurtor, pro 
no do, lusar o uue este iuicio se convierta en ordinorio u visrdo su corúctei rápido, rencillo 

que inteieron al derecho público el ~ ~ r 6 i i e i  legol que éste exijo. 
En cuonfo o los terreros psrjudicodos, lo ley lsr do eniroda o1 iuirio; pero únicamente en 

lo que borfo para no perjudicar su derecho sin deienro de su parte; moyorer ionriderociones 
horion en el juicio de ornpuro uno controvenio ordinario deinatuioliiodo y controno o los 
fines que se propuso lo Coostilucibn o1 instituir erc juicio. 

Los ait i rvloi  671 y 672 deiollon 10% pormenores conriguientei o lo innovación que quedo 
expuesto. explicúndose en ellar, para lo debido ~ I ~ r i d o d  y poro evitar uno iniramiiión indebido, 
quién es lo outoridod ierponrableyquien el tercero parjudicodo, que pueden intervenir en el juicio." 

El texto de lo exposición de motivos puede ~ansultarre en Sobecanes Feináodez, Jor6 
Luis, E v o l ~ i i d n  de 10 ky de ompoio. Adéxico, Uniuerridod Nocionol Auiónomo de México. 
1994, pp. 384.386, 

'7Artiiu10 11. En los juicios de amparo serán coniiderodos como portes: 
l. E l  agroviodo; 
11. Lo autoridad rerponrobls; 
111. El Ministerio Público; 
IV io coniroporte del quejoso, el amparo se pido contra resoluciones judirioler 

del orden civil: 
V La penono que h~bisre iooiiituido ~ o i t e  civil, y rolamenfe en tuoob ofeiie a sur inie- 

res- de coi6cter civil, cuando el omporo se pido coiitm resoludono judickle. del wden penol. 
VI. Lar pesenos qiia hoyon gertionodo el ocio contra e i  que se pida el omporo, cuondo 

Ea troto de piovidencior didodos por airioiidoder diitintar de los judiciales. 
Aiticulo 12. ES ou+oridod rerponrtib~e lo que ejecuio o troio de eiecuior el ocio reciomodo; 

pero si &te conrirtiere en uno rerolución judicial o odrninirtrotivo, re tendr6 tombién come 
ierponrabia o lo autoridad que lo hoya dictado. 





decir, a los Estados y no a lo de sus autoridades. En otras pala- 
bras el código establecía cómo debían comparecer en juicio 
lo Federación, los Estados, y las demás personas que gozan 
de entidad jurídica, pero no cómo tienen que hacerlo las 
autoridades, por lo que se desprendía que el citado artículo 
20. no era aplicable a la representación de las autoridades 
responsables. De lo que hasta este punto hemos comentado 
nos parece entender, que la Corte deseaba señalar la natura- 
leza distinta de la participación en los casos señalados. 

Esta forma de entender la argumentación de lo tesis nos 
parece que se ve reforzada con la parte final, en la que la 

Corte señalaba que, aun en el supuesto de que el Código 
Federal de Procedimientos Civiles se refiriera también a la 
representación en el amparo de las autoridades de los Esta- 

dos, y remitiera a las leyes locales, no ~odr ía  fundarse en 
manera alguna dicha personalidad en las leyes iocales, ya 
que éstos hablaban de la representación de los derechos 
del Estado o de alguno de sus poderes; y, señalaba la Corte, 
en el juicio de amparo no se discuten ni ventilan derechos, 

pues es una contienda de naturaleza especial que tiene por 
objeto exclusivo resolver si una ley o un acto de autoridad 
está o no en consonancia con los garantías individuales que 
otorgo la Constitución Federal. 

Así pues, no quedando para resolver el coso, más que lo 
Ley de Amparo, que no contenía disposición alguna que 

facultara a las relacionadas autoridades para hacerse repre- 
sentar por tercera persona, se infería que, ante la ausencia 
de disposición legal que así lo permitiera, a diferencia del 

quejoso y del tercero periudicado, quienes sí pueden conferir 
sus representación a un extraño, la autoridad no ~ o d í a  
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hacerlo, y debía, por ende, intervenir directa y personalmente 

en el j ~ i c i o . ' ~  

Otra explicación fue dada por un tratadista de la época: 

Rorneo León Orantes.I5 Para este autor la jurisprudencia de 

esta etapa -a pesar de que en la práctica lo delegación ero 
común- estaba orientada por el buen propósito de que 

la autoridad responsable compareciera personalmente en el 

juicio, por el interés de orden público que debe suponerse 
en la autoridad para defender la subsistencia constitucional 

de su resolución o acto que da motivo al amparo. De este 

- 
>'No. Reaiilro: 336,650. Mnterio: Común. Quinto Éooco. Primer Soio Tesis oislado W i i l .  

Púgino: 153" 
AUTORIDADES RESPONSABLES, REPRESENTACION DE LAS EN EL AMPARO. Si  bien es 

medio de los i~ncionoi ior que deiignen'sus ieyer iocilei, iombiCn lo er que dicha dirporii'ihn 
se refiere o lo representación de los poder iniegrontes de lo Unión, esto es, a ior Estados y no 

20. O la ~ ~ p r e r e n t o ~ i ó n  de lar outoridodei reaponíobies; y no q;edando poro resolver el 
caso. rnós que lo Ley de Amporo, que no contiene dirposición alguno que faculie o los 
raloClonodas autoiidoder poro hocenc ieprerentor por tercera penono. lógicomente se infiere 
que o diferencia del quejoso y dei tercero psrjudicodo, quienes i i  pueden conferirrus wpreien- 
+ación o un eximño, io outoridud no puede hoceilo. y debe. par ende. inieiveoir directo v 
pe~enolmente en el juicio; odem6i. en el supuesto de que el ~ 6 d i g o  ~ e d e i ~ i  de procedimiento; 

. . 4 ~ 

Estodo de Verocruz: no en el primero porque rr? conlioe o juicio en que reo porte el Eriodo y 
no una auioiidod, yiompocoen el regunio, porque hoblo de lo repisrenioción de los derechos 
dei Eslodo o de olguno de rus poderes; adeinúr de que en el juicio de omporo no se discuten 
ni ventiion derechos, pues es uno contiendo de noiurolezo erpaciai que tiene por exclu- 
sivo resolver si una iey o un ano de autoridad ertó o no en conrononcio con las gorantior 
individuoles que olorso la Constilución Federol; debiendo tenerre en cuenlo que el vocnblo 
poderes. ioolaoido en el precepto de que re troto, olude o los oigonismor politicos entre 
quienes divide si ejercicio del poder púbiico en el Ertodo, o sea, el h d e i  LegisIofivo, el 
Ejeculivo. y e l  Judicial. r io  denotar en mnrecuencio, autoridades en pariicular. 

Queja en amparo odrniniriiativo 369332 haente Segundo del Miniriri io PSbliio dei Fue- 
C o m h  da Veracruz. 8 de mayo de 1933. Moyorio de cuotro votos. Disidente: Fernando de 
10 Fuente. La publicaci6n no menciona ei nombns dei ponente. 

" León Oionler, Romso, El juicio de ompoio. (Ensoyo doi-trinol], Mexico, Talleres 
Rpogióficor Modelo, 1941. 
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interés público, la Corte consideraba que no era posible que 
estuviera bien defendido por un tercero en quien la autoridad 
delegara su representación, ya que éste, por la naturaleza 
misma de lo política general que hubiera inspirado el acto, 

no estaría capacitado para hacer valer todas las circuns- 
tancias que constitucionalmente pudieran justificar su firmeza 
y ~ubsistencia.'~ 

Así pues, encontromos que el articulo 19 vigente, por lo 
que hace a la prohibición de la representación, tiene su ori- 
gen en la jurisprudencia del Máximo Tribunal de nuestro país. 
Es decir, el texto original recoge las preocupaciones de la 

"El Ministro Gángoro Pimeniel en su explicoci6n del oificulo 19 de lo Ley de Amparo cita 
0 León Oronies y a olm tesir de iurirprudencia de esto época poro fundamentor su orgumen- 
iación. Erlo puede resumine en el seniido de que !o injeno6n de la Coiie eio bueno pero lo 
prÚctico io desviiluó ol punto de llevorlo al absurdo. En este sentido GUngora eicdbbe: 

"0 absurdo de *no lajono jurisprudencia coniiiiío en hobeire olvidndo de la imporibilidod 
moteiiol en que están los funcionarios poro orirtir o los oudiencios del iuicio, por 
eis motivo el articulo 19 de lo ley viaente. i o i  ho ieievado de eso obligocián, que les hado . .  ~ 

abondonoi rus loborsr normoiei y propios de su cargo, auioiizándolar poro hacerse repie- 
reriior en los audiencias a fin de estar en la poribilidod de hacer promociones o de obleiai 
los peticioneropivebos del quejoso, en el momento mirmoen qvese presenten, defenws que 
no rerian ~oriblaa r i  funcionoiio iuvisra hocerlor en lo oeoonol. Por lo asnerol, los 
funcionarior púbiicor, ocortumbron nombro; delsgodol, en lo; términos del primer púiiofo 
del oriiculo 19, en el informe jusiificado. ~~~f~~ lo ciiiunitoncio de que, atendiendo 
O los precisos férminoa da sie primer póiiofo, esos delegodos ertdrt foculiodor poro concurrir o 

lar oudieniioi, poro el efecto de que en elior, es decir, en los audiencias, rindan pruebor, 
nieguen y hogon promocioner. Luego, los que re requieran duionte lo tiomitoción 
de! jukio, hosto onten de lo ~ ~ d i ~ n c i o ,  debarón saiiiimodoi por io propio ouioridad y no por 
sur delegados, quiensr roiomente, .apit0, pueden aduar en los oudiericior. Eslo estrecha 
regulación no re do, corno despu6s. irotóndore del Presidente de lo Repúblico, quien 
'Puede ser reprereniod~ en todos los tiámiler por esto ley ..' Ari, eo el supuesto 
del primer pórrafo, tenemos ejempio, coro de un delegodo en lostérminos meniionodor, 
que llega o lo condusián, comporondo firmos, de que la quejora no firmó au demando de 
ompoio, por la que pide se ~ ~ i e j e  la firmo de la demondo con lo firmo de un controlo 
de ~rrendomisnto que eompaño, para que re veo SU notorio diferencio y ofrece ndemór lo 
pruebo peiiiiiol, pero ... eifo lo hace ocho dias entes del dio de ielebiocidn de lo audiencia 
Y Como esle señor $610 delegado en términos del primer púrrofo del orficulo 19, no puede 
oauar m6s que en lrr audiencia, el iuer federal no le debe recibir esos documenfm, sino 
horto que los argumento* y se hogon en lo audiencia. Curioso reglomentoción. 
antiguo y iotolmenis lejano de lo molidod oduol. Debedo combione poro que ior delegados 
e r i b  focultodor poia ieprerentor o los outoridodes oo únicomente en lar oudiencior, sino en 
Iodos los trárnitps esfoblecjdoi en lo ley' 

Cfr. Gdngoio Pimentel, Genoro, !niioducción a l  iuicio de amparo, 80. ed., MBxiio, Porrúo, 
2001. PP. 383-384. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación por distinguir entre 
naturaleza propia del iuicio de omparo y la del resto de los 
procedimiento ordinarios y, al mismo tiempo, establecer 
las condiciones adecuadas para que el debate dentro del 
juicio de amparo incluyera las consideraciones que se deriven 
de un interés público adecuadamente representado. 

Por otra parte, como se ha señalado, el texto origino1 del 
artículo 19 establecía que las autoridades responsables no 
pueden ser representadas en el juicio de amparo, pero sí po- 
dían, por medio de simple oficio, acreditor delegados en las 
audiencias para el solo efecto de que rindan pruebas, aleguen 

y hagan promociones en los mismas audiencias. Este matiz 
de la norma se puede rastrear en la misma iurisprudencia de 

1935 puesto que la propia Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicio de la Nación, estimó que la autoridad responso- 
ble sí puede hacerse representar en los juicios de amparo 
por persona extraña. 

Este matiz en la iurisprudencia se fundamentó en el 
artículo 80. y en la parte segunda del artículo 149 de lo Ley 
Reglamentaria de los Artículos 103 y 104 Constitucionales 
de 191 9. Se señalaba que ninguna disposición legal prohibía 
o la autoridad responsable conferir su representación a un 
tercero, y que a! contraria, el artículo 80. de esta ley establecía 
que la personalidad se iustificaría en lo forma regulada por 
el Código Federal de Procedimientos Civiles, por lo que las 
personas que gozaban de entidad jurídica comparecerían por 
medio de sus representantes legalmente constituidos. 

De igual peso resultaba en esta interpretación el articulo 
60. de la misma Ley de Amparo, el cual establecía que las 
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personas morales u oficiales pueden pedir amparo, en su 

carácter de entidades iurídicas, por medio de los funcionarios 

que designen las leyes respectivas, y la misma razón que 

se tuvo pora admitir la representación de la autoridad, por un 

tercero, cuando aquélla puede pedir amparo, la hay para 

que sea representada también por un tercero cuando se le 

designa como autoridad responsable.17 

Como señalamos, esta posición de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación fue recogida en la ley de 1936. Así 

se permitió la participación de delegadas en las audiencias 

para el solo efecto de que rindan pruebas, oleguen y hagan 

promociones en las mismas audiencias. Sin embargo, la 

interpretación de este nuevo precepto no fue tan abierta, 

, , 
outoiidod responsable no puede hocsrie iepiesentoi en los juicios de amparo, por uno pei- 
sona extrono, sinoque debe iniervenii en los mirmor, directa y peiionoimente; pero io propia 
Solo er9mo ohoro que dicho juiisprudencio debe cambiorre y, en lo rucerivo, establecerse 
Que lo outoiidod responsable si puede hocerre rcpierantor en los juicios de amparo por 
persono exliana, en acotamiento a lo  dispuesto en el  oriiculo 80. y en lo porte segundo del 
articulo 149 de lo Ley Reglamentario de ior Allicuioi 103 y 104 Conrfilucionoiei; pues 

, , 
que lo mismo Lev ertoblece, v dicho Códiao oreviene que Ion peiionor quegorari de entidad . . 
iuiidicu iomporicer6n por medio de rus ieprerentonter iegolmente ronrtituidor; por otro 
porle, ei orliculo 30. de io Ley de Ampoio, permite que los penonos moraicr u oiirivles pueden 
pedirlo cuondo adúon en su corócier de antidoder juiidicor, por medio de los funiionorior 
oue derianen 10s iever raraectivor. ia mismo rozón qussetuvo paro admitir io representación . , 
de lo ouLridod, un lerceio, ~ " ~ n d o  ~ ~ u é i l o  puede pediromporo, la hoy pora que reo 

Queio en omooro odministrot i~~ 178/32. Agente 20. del Ministerio Público del Fuero 

~ ..r..., - , ,  " 
REPRESENTACION DE w EN EL AMPARO: 

Apéndice oiSemonoiioiudicioide lo Fedemcibn 191 7-1985, Omiva Porte, Común, póginn 
126, tesis 78, de rubro "AUTORIDADES RESPONSABLES. SU REPRESENTACION EN EL 
AMPARO." 
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ya que se estableció por la jurisprudencia que los delegados 

no estaban facultados para promover o interponer recursos, ni 

siquiera en respuesta a la notificación, sino sólo para que 

rindan pruebas, aleguen y hagan promociones en las audien- 

c i a ~ . ' ~  De igual forma se estableció que las autoridades supe- 

riores no estaban autorizadas, por ningún precepto legal para 

representar el juicio de garantías a sus subalternas, y en con- 

secuencia, no pueden interponer en nombre de éstas, el recurso 

de revi~ión. '~ 

De hecho, en la iurisprudencia podemos encontrar una 

línea restrictiva que se estableció que frente a la regla de 

que las autoridades responsables no pueden ser represen- 

tadas en el juicio de garantías, nada vale en contrario que 

leyes de otra índole establezcan la legitimidad de la represen- 

tación de las autoridades superiores por las inferiores, inclu- 

- 
No. Registro: 330,185. Moterio: Adrninirtmtiw. Quioio Époro. Segundo Sult~. Tesir 

airiado U I .  Páoino: 5141 
AUTORIDA~ES RESPONSABLES, REPRESENTACION DE LAS, EN EL AMPARO. EI O ~ ~ ~ C U I O  

19 de lo Ley de Ampoio no foiultoo ior delegodos que hoynn sido nombiodor par lo oiitoiidad 
responsable, con el objeio de que repierenten o ésia, paro piarnover o interponer recursos, 
ni siquiero en respuesta o lo notificación, sino sólo poro que iindnn piuebor, aleguen y hogon 
piomocionei en los audiencias; por tonto, debe eitimaiie qiie el recurro de ieuiii6n interpuesto 
por losdelegodosde lo outoridod responroble en el ornporo, centro lo iesaluci6n del Juez de 
Diitiito, er irnpr&dante y debe derechome, par carecer dichos deiegodos de lo tacultod 
legol para interponerlo. 

Amparo administrofivo. Revisión dei incidente de suspensión 4401139 La Tobacalero 
Mexicana, S. A. 28 de septiembre de 1939. Moyoiio de cuoiro votos. Disidente: José M. 
Twchuelo. Lo publicoci6n no menciona el nombre del ponente. 

'' No. Residra: 328,798. Moterio: Común. Quinto Época Segundo Solo. Tesir oislodo 
LXV Páoino: 198 

el recurro de revisión. 
Ampom odmioistrotivo en revisión 1094140. Chica Gonrález Roro. 4 de julio de 1940. 

Unonirnidod de cuotrovotor. El Ministro Fernondo L6psr Cdrdenos no intewina en la volación 
de este osunto por lar iorones que conston en el ocfo del dio. La publicocibn no menciono el  
nombre d d  Donente. 
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sive en negocios judiciales, porque estondo en contradicción 

con las disposiciones de la Ley de Amparo, deben siempre pre- 

valecer las de esta última, por ser lo personerío un aspecto 

propio y peculiar de la moteria que rige la citada ley.20 

De esta manera encontramos que la presente contradic- 

ción de tesis 6/2003 entra a reconsiderar un tema en el que 

lo línea iur i~~rudenc ia l  es clara desde la Quinta Época, con 

un criterio reiterado en múltiples tesis2' aunque no es carente 

de m a t i z a ~ i o n e s . ~ ~  

-~ -. 
No. Registro: 325,705 Materia: Común. Quinto Époco. Segunda Solo. Teiir aislados 

M I V  P6gino: 1932 
AUTORIDADES RESPONSABLES. SU REPRESENTACION EN EL AMPARO. Los outoridades 

ierponsobier no pueden ser repre~entodos en el juicio de goioniior, de oiuerdo con el oiiiculo 
19 de la Ley de Arnpoio, y nodo vale en cantrorio que leyes de otra indole establercon lo 
iegiiimidod de lo representocibn de los ovtoiidodsi superiores por ius inferiores. inclusive 
en negocios judiciales, porque ertondo en controdiccibn can !as disposiciones de lo Ley de 

Unanimidad de cuotio votor. Ausente y ielotoi: Gobino Frago. 
En este sentida puede veme lo siguiente: 

No. Registro: 325,184. Moierio: Común. Quinto Époco. Segundo Solo. Terir oirlado 
WN P6gina: 2207 

AUTORIDADES RESPONSABLES, REPRESENTACION DE LAS. E i  informe rendido por un 
subolterno a nombrede su rupenor, carece de volider, ya quede acuerdo c o n  el otiiculo 19 de 
ia Ley de Ampoia, lar outoridades rerponsobler no puedan ser rsprerentodor en el juicio 
de goianthr. 

Amporo odininirtrotivo en revisión 7872142. Romos Rafael. 27 deenero de 1943. Unoni- 
midod de cinco votos. Relotor: Gabioo Frogo. 

" Puede verse por eiempio lo siguiente terir: 
No. Registro: 348,191. Materia: Común. Quinto Époco. Primero Sola. Teriroiilado WDNII. 

P6gino: 452 
AUTORIDADES RESPONSABLES, REPRESENTACION DE LAS. E l  oiticulo 19 de lo l e y  de 

Amporo previene categóricomente que lar autoridodes rerponrobier no pueden rei inpieren- 
todos en el juicio de gorontiar, pero puede v6lidomente invocane uno disposición de uno 
Conrtifuci6n Local. do, una reiirosnfoiibn, a fin de que el Secretorio de Gobierno, 
( . r i . i t i i , ~ : i > , . ,  , ,rui,iC..<. ii ,i,rL.iiii.;r,:>i <,e Oohcii,"ooi. < i..:io í c  iri s o r  

AP>C.<>,> . % ! . R ~ . , , # , e , , x  vn. ~ ~ ~ ~ ~ ~ , t ~ ~ . : p . ~ ~ ~ s , . . n ¡ ~ : C , 4 ~  S: ," .  j r . 3  5 l V s . : , ! , ~ , . ,  
d, , 946  .i<iii . r . , , i  .:>,:,, .a#,: A.scc>>,, . < , v , c .  O l e >  , .e,\!> .~: &..;¡,<o 0" 0 ,  

menciono el nombre del ponente. 
VBase:Apdndice olSemonarlo Judiciol de lo Fedsrañ6n 191 7-1985, Octavo Pode, Común, 

p6gino 126, terir 78, de rubro: "AUTORIDADES RESPONSABLES. SU REPRESENTACION EN 
EL AMPARO.'. 
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TERCERA PARTE: EL SENTIDO DE LLI. RESOLUCI~N 
Y SUS EFECTOS. u MODIFICACI~N 

DE LA REGULACIÓN VIGENTE 

Una vez que se ha aportado el aparato crítico que conside- 
ramos necesario para un adecuado entendimiento y comen- 
tario de la resolución, entraremos a señalar los fundamentos 
de la resolución -que desde nuestra perspectiva adecuada- 

mente aplican la teoría general de proceso- y, en segundo 
término, los efectos de la sentencia. 

Como se señaló en un principio la litis o el objeto del proceso 
de esta resolución radica en determinar si el reglamento de 

la Secretaría de Haciendo y Crédito Público establece, mas 
aiiá de los nomen iuris utilizados, una suplencia o una repre- 
sentación, ya que esta última figura se encuentra prohibida 
expresamente por el artículo 19 de la Ley de Amparo. En otras 
palabras, el obieto del proceso de esta contradicción de tesis 
estuvo delimitado a determinar s i  el artículo 105 del Regla- 
mento Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 

preveíaz3 un sistema de suplencia por ausencia -lo que en 
términos de nuestra primera parte llamaríamos legitimación 

por sustitución-, o un sistema de representación del titular 
de la referida deoendencia. 

En la resolución que se comenta la Suprema Corte de Jus- 
ticia de la Nación determinó que el reglamento indicado, en 

*S Como is señoior6 en epí~mies posterioreñ este precepfo rufrid reformas, inciuso poro 
ei momento de lo resolución el oiticuio 105 vigenle yo no coincidio en sus mismor terminos 
con ei estudiado. Al respedo v$os  si epígrafe de ior efectos de ia sentencia. 
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su artículo 105,24 establecía una verdadera representación 

en el iuicio, prohibida por el articula 19 de la Ley de Amparo. 

La mayoría del Pleno de la Corte toma como punto de 

partida las reglas generales de la suplencia. En efecto, la reso- 

lución señala que existen funciones que corresponden al secre- 
tario cuya delegación opera únicamente mediante la emisión 
del acto administrativo que así lo disponga, por lo que debe 
estimarse que cuando esas atribuciones no'son delegadas a 
favor de otros funcionarios de manera expresa, éstas siguen 
siendo de su competencia originaria. Ahora bien, el reglamento 
establece que ante la ausencia del secretaria: existe una serie 

de sewidores públicas que están facultados para ejercer di- 
chas funciones asumiéndolas como propias. 

Sin embargo, en este precepto se pueden distinguir dife- 
rentes supuestos. El primero que regula la auténtica suplencia 
por ausencia del secretario de Hacienda y Crédito Público me- 
diante los subsecretarias de Hacienda y Crédito Público, 

de Ingresos, de Egresos o, por el oficial mayor, en el orden 
indicado. 

Lo anterior implica que ante la ausencia del titular del 
ramo, existe una suplencia por parte del servidor público que, 

'' 'ART~CULO 105. El Secretodo de Haciendo y Crédito Público ser6 suplido en sur 
OUEeniias por ior subrecretoiior de Hoiendo y Credito P6biic0, de ingieras, de Eyieios. o 
por si Oficio! Mayor, en el indicado. En io presidencia de lo Comisión lntersecietariai 
de Gesto Finonciomiento, titular de la Secretorio ser6 suplido indisiintomenle por el Subse. 
cretoiio de Hociendo y Ciedito Público a por el Subrecretado de Eymsas. En ior iuicios da 
ompara en que debo intewenii en iepieientoci6n del Presidente de lo Repúblico o coma 
litulor de lo Secieioiio, comoen lar ~ ~ ~ t ~ a v e n i a r  conrliiucionoles o acciones da inconrtitu- 
cionoiidod o, en generol, en cvo~qviero~ro jviirdiccionai, ser6 suplido indirtin- 
lamente por ei Procuiodor F~SCOI de lo ~~deroc ión ,  por el Subprocurador Fiscal Federal 
ds Amparos, por Director Genemi da Amparos Contro Leyas, por el Diredor Generol de 
Ampoior Contra Actos Adrninisiiativor o /os servidores púbiicor antes ieíiolodon, en el 
orden indicodo: 
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conforme al orden anterior, se encuentre en el despacho; 
por tanto, dicho servidor público y no otro, es el que ejerce 
la fofalidod de las funciones del secretario de Estado o quien 
suple por sustitución temporal. 

Ahora bien, en el párrafo tercero del precepto que la Corte 
analizó, se setiala que cuando se trate de procesos jurisdiccio- 
nales, tonto constitucionales como en general, 10s funcionarios 
que deberán suplir indisfintamente al secretario de Hacienda 
y Crédito Público son los siguientes: procurador fiscal de lo 
Federación, subprocurador fisco1 federal de Amporos, director 

general de Amparos contra Leyes y director general de Ampa- 
ros contra Actos Administrativos o los servidores indicados 
en los pbrrofos anteriores. 

Esto regla, en opinión de lo mayoría evidencia que cuando 
el reglamento interior en examen dispone lo forma de suplir al 

titular del ramo, en la materia de amparo lo que hace efectiva- 
mente es señalar representontes, pues en el supuesto de lo 
ausencia del secretario será suplido por el subsecretario que 
se encuentre en funciones, o el oficial mayor, conforme al 
orden indicado en la primera parte del precepto de manera 
total en el despocho de los asuntos de su competencia; sin 
embargo, el precepto señola además a otros funcionarios para 
acudir en su nombre ante los juicios de garantías en que 
aquél defiendo los intereses de lo administración pública en 
el brea de su competencia puesto que quien ejerce formalmente 
las funciones del secretario de Hacienda y Crédito Público, 
es el mencionado subsecretario encargado de! despacho. 

Esto es, conforme ol sistema anterior, habrá tantos funcio- 
narios can funciones similares a los desarrolladas por el 

secretario de Hocienda y Crkdito Público como servidores públi- 
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cos se requieran en las diversas materias en virtud del número 
de ellos precisados por la norma. 

Dicho en otras palabras, poro lo moierio de odministroción 
en generol, ante lo ausencio del titular de la secretorío en 
cito, la primera porte del artículo 105 del reglamento dispone 
del orden de sustitución, con lo cuol, como se dijo, por minis- 
terio legal lo horá el subsecretario o el oficial mayor que se 
encuentre en el despacho conforme al orden indicado y eier- 
cerá las funciones del mencionado titular; ahora bien, simultó- 

neomente, tratándose de la Comisión Secretario1 de Gasto 
Finonciomiento, el propio secretario será sustituido ante su 

ousencio indistintomente por el subsecretario de Haciendo y 

Crédito Público o por el subsecretario de Egresos, ello en t6rmi- 

nos de la segundo porte del propio artículo que se examina 
y, finalmente, en formo parolelo, en lo moterio jurisdiccional, 
el mismo secretario de Hociendo y Crédito Público en el propio 
instante de su ausencio, será suplido, odemás, indistintamente, 
por el procurodor fisco1 de lo Federación, el subprocurador 
fiscal federal de Amparos, el director de Amporos 

Contra Leyes y el director generol de Amparos Contra Actos 
Administrotivos 

Con base en lo anterior, se tienen distintos servidores públi- 
cos que a un tiempo podríon ejercen las funciones propias 
del secretorio de Hociendo y Crédito Público en el instonte 
en que se ousenta del despacho, lo cual resulto contrario 01 
principio de competencia integral del órgano del Estado, pues 
01 distribuirse o dividirse de esto formo lo esfero competencioi 
de aquél coexisten tantos titulares en un mismo cargo como 
probabilidades fácticos puedan verificarse. Por esto rozón 
el procurodor fistol y demás servidores públicos de eso procu- 
rodurío realmente representan al secretario, pues no puede 



1 04 La LEGITIMAC~~N PROCESAL DEL PROCURADOR ilSCAL DE LA FEDERACION 
EN EL JUiCiO DE AMPARO 

haber dos o más titulares de la secretaría actuondo al mismo 
tiempo. 

De esta manera, la Corte establece que, para que no 
existiera la representación debería de existir una legitimación 
por sustitución, lo que en este caso equivaldría a que el procu- 
rador fiscal de la Federación actuara en interés propio por 
estar ejerciendo la totalidad de los facultades del secretario 
ausente. 

2. LOS EFECTOS DE LA SENTENCIA 

Debe señalarse que esta resolución y los amparos que dieron 
origen a la contradicción provocaron una reacción inmediata 
en el Poder Ejecutivo lo que llevó a que el reglamento hoya 
sido reformado en repetidas ocasiones para odecuarse a las 
exigencias de la interpretación de la Ley de Amparo realizada 
por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

En efecto, por publicación en el Diario Oficial de la Fede- 
ración correspondiente al jueves veintitrés de enero de dos 
mil tres se reformó el Reglamento Interior de la Secretaria de 
Hocienda y Crédito Público, en los artículos que conforman 
la materia de análisis a que se refiere esto ~entencia.'~ 

De esta forma el artículo 1 0526 del reglamento ya no esta- 
bleció la diferenciación en materia de procesos para la sustitu- 

-- 
z5 Puedeverre el texto del Diario Oficioien al cuerpo de lo eiecuiorio en esto mismo obro. 
" Lo porta reiotivo o esto r e ~ o i u c i h  quedó de lo siguiente lormo: 
Arllculo 105. El Secretario de Hocienda y Crédito Público será ~up l i do  en rus ousencios 

por los Subsecrsforios de Haciendo y Crédito Público, de Ingresos, de Fgrer~r, por ei Oficiol 
Moyor, por el Procuiodor Fircol de lo Fedeiocibn, por el Subprocurodor Fiscal Federol de 
Arnporor, por el Subpiacurodor Fisco1 Fedeml de Legirlocibn y Consulta o par el Subpiocurod~r 
F i ~ o i  Federol de Asunlar Finomieror, en el orden indicado. 



ción; al respecto, se podría haber señalado que la contradicción 

de tesis quedaba sin materia a que no procede resolverla. 

Sin embarga, la Corte salió al paso de este argumento al 

señalar que no obstante la derogación de los preceptos y 

la publicación de un nuevo texto normativo, la definición del 

criterio jurisprudencial era indispensable por aún encontrarse 

pendientes un número significativo de asuntos que, al estar 

regulados por dichos artículos, debían resolverse conforme 

a la tesis que se estableciera con motivo de la solución del 

punto contradictorio, además que la definición del criterio 

relativo pueda servir de directriz para solucionar, por analogía, 

o mayoría de razón, problemas jurídicos substancialmente 

coincidentes o de contenido similar. 

Puede también setíalarse que el artículo 105 vigentez7 tiene 

una regulación proliia que puede considerarse en parte deri- 

vada de la necesidad de aiustane a la interpretación de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

P... 
"El texto vigente en rv po& reioiivo reholo 
M k u l o  105. Ei Secreioiio de Hactendo y Crédito Púbiica r e d  suplido en sur aureniias 

Por lor Suhrecietorios de Haciendo y Cr&dito Público, de ingresos, de Egresoo, por ei Oii i iol  
Moyai, por el Procur~dor Firioi de lo Fedeiocibn, por ei Subprocurodor Fiscol Federal de 
Amporor, por e1 Subprocvmdoi Fircol Federal de Legielacián y Conrultn, pare1 Subprocuiodoi 
Fiscal Federol dekuntoi ~ i ~ ~ ~ ~ i ~ r ~ ~  o Subpiacurudoi Fiscol Federol de lnvertisacioner, 
en el orden indicodo. 

IREFORMADO, D.0.í 6 DE JUNIO DE 2005) 
El Subsciretario de Haciendo y Ciedit0 Pijbllco rerhrupl ida sn sur ouiencior por los 

Suhrecreiorior de I ~ Q ~ ~ S O S ,  de E ~ V ~ S O S ,  par el Oficial Mayor, por el Piocurodoi Fiscal de lo 
fedsroción, por el Subprocuiodor Fistol Federol de Amparos, par el Suhpiocurodor Fisco1 Fede. 
rol de Legislocibo y Consulto, -1 Subprocurodai Fisco1 Federal de Aruntar Financieros o 
Por el Subprocurador Fiscal Federal de investigocionar, en el orden indicado. 

IREFORMADO. D.0.F 6 DE SUNIO DE 20051 
Ei Subsecrsiaiio de Ingreso$ l...] 
(REFORMADO. D 0 . F  6 DE JUNIO DE 20053 
El Sub$ecietorio da Egresos l...] 
(REFORMADO, D.0.F 6 DE JUNIO DE 20053 
El Ofirioi Mwu, t...! 
(REFORMADO, D.0.F 7 DE MAYO DE 20043 
El Piocurodor Fiscal de la Federon& seró supiido l...! 
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CONCLUSIONES 

Esto resolución de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
eiemplifica la función que los padres del amparo mexicano es- 
peraban que cumpliera esta institución. La reforma del regla- 
mento de lo Secretaría de Hacienda y Crédito Público se aiusta 
a lo descripción que tanto Otero como los constituyentes de 
'1856 esperaban; para decirlo en férminos de De Tacqueville, 
lo redacción original -la que provocó la resolución- del 
artículo 105 reglamentario cayó bajo los golpes redoblados 
de lo iurisprudencia, en asuntos alejados del escándalo 

pública pero le retiraban su prestigio y utilidad. 

La mayoría de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
en mi opinión, aplicó correctamente los concepfos procesaies, 
enfotizando que lo revisión de la suplencia no se hace desde 
la perspectiva del derecho administrativo sino del derecho 

procesal. 

Unas últimas líneas para señalar que quizó podría aten- 
derse lo seríalado por el Ministro Góngora Pimientel, no en 
su voto particular -cuyos argumentos parten de \a doctrina 
del derecho administrativo, y por ello considero que no son 
aplicables-, sino en su Manuai de amparo cuando seríola 
que la regulación del 19 de la Ley de Amparo lleva o\ absurdo. 

En efecto, debe estudiarse la posibilidad de modificar la 
Ley de Amparo para permitir la representoción de la autori- 
dad responsable, pues las razones que llevaron a establecer 
esta limitación en la actualidad no pueden considerarse 
aplicables. 
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